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RESUMEN 
En el presente estudio ha generado estudios científicos a nivel nacional e internacional por lo que la presente 
investigación tiene el propósito de determinar las implicancias que tiene la incorporación de la figura jurídica del 
peligro de reiteración delictiva, como presupuesto material del  artículo 268 del NCPP; para el efecto se 
aplicaron instrumentos de recolección de datos como el cuestionario y la entrevista respectivamente a fin de 
percibir la opinión de los administrados, abogados, estudiantes de derecho. 
 La presente investigación ha sido estructurada en cuatro capítulos: el primero corresponde al 
planteamiento del problema, en el segundo se ha desarrollado  el marco teórico, el tercero determina el proceso 
metodológico, y el cuarto capítulo los resultados estadístico de la investigación lo que se ha desarrollado 
mediante el análisis e interpretación de la información utilizando para el caso la estadística descriptiva e 
inferencial, cuyos resultados se presentan a través de cuadros y gráficos estadísticos. En el presente estudio se 
concluye que, mediante la recolección de la información a través de técnicas e instrumentos para el caso que la 
figura jurídica del peligro de reiteración delictiva no se encuentra regulada dentro de nuestro ordenamiento 
procesal.  
 
Palabras claves: mandato de prisión preventiva, peligro de reiteración delictiva 
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ABSTRACT 
In the present study it has generated scientific studies at national and 
international level so that the present investigation aims to determine the 
implications of the incorporation of the legal concept of the danger of criminal 
reiteration, as a material budget of Article 268 of NCPP; for the purpose of data 
collection instruments such as questionnaire and interview to receive 
respectively the view administered, lawyers, law students applied. 
 
  This research has been structured into four chapters: the first is the 
problem statement, the second has developed the theoretical framework, the 
methodological process determines the third and the fourth chapter the 
statistical results of the research that has been developed by analyzing and 
interpreting information using the case of descriptive and inferential statistics, 
the results are presented through statistical tables and charts. In this study we 
conclude that, by collecting information through techniques and instruments in 
the event that the legal concept of the danger of criminal reiteration not 
regulated within our procedural law. 
 
Keywords: remand mandate danger of criminal reiteration 
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INTRODUCCIÓN 
 La prisión preventiva es una medida coercitiva de carácter personal que 
consiste en la total privación del derecho a la libertad ambulatoria del imputado, 
mediante su ingreso en un centro penitenciario, durante la substanciación de 
un proceso penal. Representa la más grave intromisión que puede ejercerse en 
la esfera de la libertad del individuo, pues se aplica sin mediar todavía una 
sentencia penal firme que la justifique, razón por la cual debe ser 
cuidadosamente analizada, desde la perspectiva del derecho comparado, la 
interpretación constitucional y la reglamentación específica que emana de la ley 
adjetiva. 
          La prisión preventiva se debe dictar y mantener en  la medida 
estrictamente necesaria y proporcional con los fines que constitucionalmente se 
persigue con su dictado. Si la ley prevé presupuestos adecuados a una 
finalidad cautelar se podrá hablar de respeto al principio de proporcionalidad, 
siempre que, a su vez, se excluyan todos los posibles espacios que avalen un 
análisis no excepcional de aquellos.  
          Si, por el contrario, se introducen valoraciones, tales como el “riesgo de 
reiteración delictiva”, la “alarma social”, etc., impropios de una medida cautelar 
y más próximos a las de seguridad o, incluso al uso indebido del proceso como 
instrumento de política criminal, la proporcionalidad será vulnerada y con ello el 
derecho fundamental. Consciente de esta realidad, el Código Procesal Penal 
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peruano de 2004 (NCPP) se aparta de regulaciones de dudosa 
constitucionalidad, que contemplan entre los fines de la prisión provisional 
algunos tan inadmisibles como la prevención de comisión de futuros delitos, 
más o menos indiscriminados o la satisfacción inmediata de las demandas 
sociales de seguridad.  
 Éste cuerpo de leyes contempla en su artículo 268°, como presupuestos 
habilitantes de la prisión preventiva, la evitación de la fuga del imputado y el 
aseguramiento de la investigación.  
 Como vemos, la única manera de determinar si la prisión preventiva de 
una persona responde a una decisión razonable y proporcional del juez pasa 
por la observancia de los elementos objetivos señalados en la ley, los que 
deben cumplirse copulativamente, y que permitan concluir que, más allá de que 
existan indicios o medios probatorios que vinculan razonablemente al imputado 
con la comisión del hecho delictivo y más allá del quantum de la eventual pena 
a imponerse, existe el peligro de fuga o de entorpecimiento de la actividad 
probatoria. La existencia de estos dos últimos riesgos es lo que en doctrina se 
denomina “peligro procesal. 
 El peligro procesal, como presupuesto de la prisión preventiva, es la 
medida que la fundamenta, la legitima, la avala y constituye el requisito más 
importante de ésta; por ende, su valoración debe estar basada en juicios 
certeros, válidos, que no admitan duda a la hora de mencionarlos, puesto que 
de lo contrario estaríamos afectando el bien jurídico más importante 
consagrado en la Constitución después de la vida, que es la libertad, en este 
caso del imputado. 
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 El peligro procesal tiene un carácter esencialmente subjetivo y reconoce 
un amplio margen de discrecionalidad al juez; como hemos indicado, es la 
regla que, en todo caso, fundamenta la legitimidad de la prisión preventiva. Son 
dos los peligros, considerados autónomamente que la ley reconoce: peligro de 
fuga y peligro de obstaculización. El primer peligro, se traduce en la función 
cautelar de la prisión preventiva, mientras que el segundo se traduce en la 
función aseguradora de la prueba –distinta de la propiamente cautelar- de 
dicha medida provisional. Constituye un aporte del NCPP, la enunciación de 
supuestos para calificar el peligro de fuga y el peligro de obstaculización, ya 
que esta calificación en la práctica judicial no ha sido homogénea y en algunos 
casos fue arbitraria y subjetiva. 
Al analizar y  medir  la  variable  independiente en la legislación peruana, 
dictar el mandato de prisión preventiva es una medida de coerción procesal 
valida, cuya legitimidad está condicionada a la concurrencia de 
ciertos presupuestos (formales y materiales), que debe tomar en cuenta el 
Juzgador al momento de decidir la medida, que se encuentran taxativamente 
previstos en las normas que modulan su aplicación. 
Del mismo modo se determina que las medidas coercitivas son medios 
de naturaleza provisional y excepcional para asegurar los fines del proceso 
penal, su duración está en función del peligro procesal y para concretarlas se 
puede recurrir al empleo de la fuerza pública; para la adopción de estas 
medidas tendrán que respetarse estrictamente los siguientes principios: 
Principio de legalidad, de proporcionalidad, de prueba suficiente, de necesidad, 
de provisionalidad y el Principio de judicialidad. 
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La variable dependiente figura jurídica del peligro de reiteración delictiva 
hace alusión al periculum in mora, que constituye un presupuesto de toda 
medida cautelar que hace referencia a los riesgos que se deben prevenir para 
evitar la frustración del proceso derivados de la duración de su tramitación. Si 
la sentencia se dictara de modo inmediato es evidente que las medidas 
cautelares carecerían de fundamento y justificación; al no ser así, en ocasiones 
se impone la adopción de resoluciones que, en el fondo, vienen a anticipar los 
efectos materiales de la pena 
La presente tesis se ha estructurado en cuatro capítulos; el primero 
comprende el problema, explicación, análisis de la situación problemática, 
planteamiento del problema, la formulación del problema se ha caracterizado a 
través de interrogantes de forma general y problemas específicos; los objetivos 
de la investigación ya sean general y específicos que orientaron el presente 
estudio o investigación; en el segundo capítulo se incluye el marco teórico 
referencial, en el que se considera los antecedentes referidas  a la 
investigación, las  bases teóricas que dieron sustento doctrinario, marco 
conceptual, las hipótesis y la operacionalizacion de variables. 
El tercer capítulo comprende la metodología de la investigación utilizada 
para el presente estudio, el nivel, tipo, diseño de la investigación, población, 
muestra y técnicas e instrumentos de recolección de datos para investigación.  
Y el cuarto capítulo comprende los resultados y discusión; la presentación y 
análisis de resultados, cuadros, gráficos, interpretación, prueba de hipótesis, 
conclusiones y recomendaciones. Finalmente se consideran la bibliografía y los 
anexos. 
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CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA DELA INVESTIGACIÓN 
1. EL PROBLEMA1 
1.1.Exposición de la situación problemática2 o exposición del problema 
materia3 de investigación 
El nuevo modelo procesal penal acusatorio con rasgos adversariales, 
que sustenta al Nuevo Código Procesal Penal y que se viene aplicando, 
ha dejado de lado el Sistema Inquisitorio, logrando un cambio no 
solamente de denominación sino de implementación de un nuevo rasgo 
cultural, es decir, se deja de lado el ritualismo contenido en un 
documento, para basarse en un sistema de audiencias regidas por 
                                                 
1 Raúl PINO GOTUZO: El planteamiento del problema significa expresar en forma 
descriptiva y en términos sencillos y concretos los elemento o características que se observan 
actualmente en el problema: hechos relevantes, factores causales, efectos, propiedades, 
determinación de cuanto, del cómo y del cuándo, entre otros. Es decir, es el resumen de la 
situación actual del problema dentro de los límites del espacio, tiempo y temática. En: PINO 
GOTUZO, Raúl. Metodología de la investigación. Lima, Editorial San Marcos. p. 77. 
2 Carlos RAMOS NUÑEZ: Es necesario asimismo que se explique las razones por la que es 
conveniente realizar la investigación, y ello consiste básicamente en establecer ¿Por qué? y 
¿Para qué se investiga? “Una investigación debe ser conveniente en términos prácticos y 
necesaria en términos teóricos: tal vez ayude a resolver un problema social o ayude a construir 
una teoría nueva. En: RAMOS NUÑEZ, Carlos. Como hacer tesis en derecho y no envejecer en 
el intento. Lima, Editorial Grijley, 2011, pp. 117-118.   
3 Lino ARANZAMENDI, sugiere que para plantear correctamente el problema, requiere tres 
criterios de calificación: a) su relevancia científica, ¿qué nuevos conocimientos aportan a la 
solución del problema social? b) la relevancia jurídica ¿qué significado tiene para el derecho? y 
c) la relevancia contemporánea ¿Qué de innovador tiene la investigación jurídica para el 
presente? En: ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial 
Grijley, 2011, p. 130. 
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principios de inmediación, oralidad, entre otros, debiendo el Fiscal 
conducir la Investigación Preliminar y Preparatoria desde la 
notitiacriminis, y el Juzgador tomar una decisión sobre lo expuesto en 
audiencia, con total transparencia y presencia de público, circunstancias 
que son registradas a través de un sistema de audio. 
A partir de la emisión de la Ley N° 30076, incorpora el numeral 5 
al artículo 269 del NCPP, referente a que la sola pertenencia del 
imputado a una organización criminal o su reintegración a la misma debe 
servir como un criterio a tomar en cuenta para evaluar el peligro de fuga;  
dejando de ser considerado como un presupuesto material, que es el 
tratamiento que en un inicio se le dio al numeral 2 del artículo 268 del 
NCPP; no obstante, con la vigencia de la citada Ley, ya no se exige que 
la mencionada pertenencia permita advertir que el sujeto utilizará los 
medios que la organización criminal le brinda para facilitar su fuga o la 
de otros imputados o para obstaculizar la averiguación de la verdad. 
De conformidad con la primera disposición complementaria final 
de la citada Ley, se adelanta la vigencia entre otros artículos el 268, 269, 
270 y 271 del Código Procesal Penal aprobado mediante Decreto 
Legislativo 957 a todo el territorio peruano, ello con la finalidad de 
combatir la inseguridad ciudadana que predomina en una sociedad 
como la nuestra. 
Al respecto, se tiene en cuenta que ni el dispositivo legal 
señalado, ni su actual modificatoria, definen a la prisión preventiva, 
estableciendo sólo los presupuestos materiales que deben concurrir, 
para limitar un derecho fundamental que es la libertad, por lo que resulta 
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menester señalar que: la prisión preventiva es una medida coercitiva de 
carácter personal de mayor magnitud, que prevé nuestro sistema jurídico 
procesal, consistente en la privación de la libertad personal del imputado 
mediante el ingreso a un centro penitenciario por un tiempo determinado 
por Ley, con la finalidad de asegurar su presencia en el proceso y evitar 
que obstaculice o perturbe la actividad probatoria (Peligro Procesal). 
Sin embargo, en la actualidad se evidencia una interpretación 
distinta de la finalidad de la prisión preventiva, citando para ello lo 
establecido en el Artículo 253º inciso 3 del Código Procesal Penal, la 
cual señala que la restricción de un derecho fundamental sólo tendrá 
lugar cuando fuere indispensable, en la medida y por el tiempo 
estrictamente necesario, para evitar el peligro de reiteración delictiva; 
ello implica un dilema de dos regulaciones legales, Peligro Procesal y el 
Peligro Social. 
Si bien el artículo 253º inciso 3 del NCPP establece que la 
restricción de un derecho fundamental sólo tendrá lugar cuando fuere 
indispensable, en la medida y por el tiempo estrictamente necesario, 
para prevenir, según los casos, los riesgos de fuga, de ocultamiento de 
bienes o de insolvencia sobrevenida, así como para impedir la 
obstaculización de la averiguación de la verdad y evitar el peligro de 
reiteración delictiva. Ésta figura jurídica no se encuentra regulada dentro 
de los presupuestos materiales del artículo 268 del NCPP sobre prisión 
preventiva; sin embargo, en la actualidad se tiene en cuenta para dictar 
esta medida de coerción procesal, toda vez que los magistrados están 
razonando que la misma persigue una función de aseguramiento 
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procesal, ya que la comisión de nuevos delitos por el imputado implicaría 
un retraso del proceso, puesto que la investigación debería abarcar 
también los nuevos delitos. 
El peligro de reiteración delictiva se está aplicando al momento de 
dictar el mandato de prisión preventiva, en la medida que se busca 
proteger a las víctimas y a la sociedad del imputado, sin apartar a la 
prisión preventiva del objetivo de garantizar la efectividad de la actividad 
jurisdiccional, siendo compatible con su naturaleza cautelar, sin vulnerar 
el principio de presunción de inocencia del imputado. 
Es así, que se considera que el proceso penal tiene por finalidad 
determinar la responsabilidad penal y no evaluar la peligrosidad del 
imputado. Sin embargo, procesalmente se torna imposible que los 
magistrados no indaguen sobre los antecedentes personales del 
imputado. Dicha indagación consiste en saber si anteriormente 
delinquieron o no, determinando su reincidencia, y/o habitualidad, y 
demás, para que puedan saber si están ante un verdadero delincuente. 
Por ello la reincidencia y la habitualidad no solo pueden mostrar 
rebeldía y desprecio al bien jurídico protegido, sino que además puede 
reflejar a un agente con dificultades para cambiar o superar las 
condiciones materiales y de especial vulnerabilidad que motivaron el 
comportamiento delictivo; también pueden mostrar a un individuo que 
carece de los suficientes frenos inhibitorios que lo inclinan al delito, en 
otras palabras, se estaría frente a un individuo poco accesible al 
mandato normativo.  
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Con las modificaciones realizadas en virtud de la Ley 30076, los 
artículos 46º B y 46º C del Código Penal referidos a la reincidencia y 
habitualidad, respectivamente, evidencian en el tratamiento de las faltas, 
una limitación del acceso a beneficios penitenciarios u otras, se 
enmarcan en un proceso de endurecimiento del sistema penal, el mismo 
que parte de un Derecho altamente punitivo, teniendo en cuenta que: (i) 
La Reincidencia, en el primer párrafo del artículo 46º B ha modificado el 
plazo para la falta dolosa, toda vez que en el texto anterior era de cinco 
años y ahora es de tres, manteniéndose los cinco años para delitos 
dolosos. Además quien ha sido condenado por faltas y luego comete 
falta o delito doloso se le considera como reincidente; en el segundo 
párrafo el carácter de la reincidencia es de circunstancia agravante 
cualificada y no una de agravante más que se encuentra en algunos 
tipos penales; en el tercer párrafo el plazo de cómputo de la reincidencia 
ha sido ampliado, incorporando otros delitos tales como el artículo 108-A 
(Homicidio calificado por la condición oficial del agente), artículo 195, 
(Receptación agravada), y el artículo 317-A (Marcaje o Reglaje); en el 
cuarto y quinto párrafo mantienen la estructura del artículo 46 B anterior 
estableciendo el aumento de pena hasta una mitad del máximo legal 
para los beneficiados por indulto o conmutación, y el hecho de 
computarse los antecedentes cancelados o rehabilitados para los delitos 
descritos en el tercer párrafo; (ii)  La Habitualidad, Se ha ampliado, toda 
vez que se computa sin límite de tiempo para otros delitos descritos en 
el artículo 108-A (Homicidio calificado por la condición oficial del agente), 
artículo 195 (Receptación agravada), artículo 317-A (Marcaje o Reglaje) 
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y el artículo 322, (Cooperación de profesional sanitario en el delito de 
tortura); el aumento para todos los delitos, es un tercio sobre la pena 
máxima, y para los delitos agravados (107, 108, 108-A, 108-B, 121-A, 
121-B, 152, 153, 153-A, 173, 173-A, 186, 189, 195, 200, 297, 317-A, 
319, 320, 321, 322, 325, 326, 327, 328, 329, 330, 331, 332 y 346 del 
Código Penal) es hasta una mitad; por lo que los habituales no tienen 
derecho a gozar de beneficios de semi libertad ni de liberación 
condicional, además del hecho de computarse los antecedentes 
cancelados o rehabilitados para los delitos descritos anteriormente. 
Más allá de esta realidad, no se debe olvidar que las 
disposiciones procesales deben ser analizadas en su contenido y 
extensión, teniendo en cuenta las premisas constitucionales y las 
emergentes de los tratados internacionales, toda vez que se presentan 
casos en donde un imputado vuelve a cometer un delito grave, mientras 
goza de una excarcelación concedida, pues a diario escuchamos que 
muchos imputados que recuperan su libertad durante el proceso, no 
dudan en seguir delinquiendo. Frente a estos casos surgen 
cuestionamientos del otorgamiento de la libertad de los imputados en el 
proceso, cuando puede presumirse que continuarán cometiendo hechos 
ilícitos graves.  
En tal sentido, la limitación del Derecho a la Libertad, se vincula 
efectivamente al Derecho de la Sociedad de ejercer su defensa cuando 
se vulneran, por medio del delito, valores esenciales de la organización 
social; por lo que, se infieren dos derechos fundamentales contenidas en 
la Constitución Política del Perú. Por un lado, el principio de la 
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presunción de inocencia que sólo podrá ser alterado, con una sentencia 
firme condenatoria; y por el otro, el derecho de la población de ser 
protegido en sus derechos elementales para vivir en sociedad.  
Ante el conflicto de la libertad individual frente a la seguridad 
ciudadana, que es el más alto y delicado punto de tensión, la 
preservación de la dignidad de todos los ciudadanos exige que se 
adopten medidas que, aunque no se encuadren con perfección a la 
técnica de las medidas de coerción, estén dirigidas a la protección de los 
derechos fundamentales de las victimas actuales o potenciales del 
imputado. 
De lo acotado se observa que el Fiscal  al momento  de requerir y 
el Juez al decidir la medida coercitiva de prisión preventiva, tienen en 
cuenta de manera directa e indirecta el peligro de reiteración delictiva del 
imputado, no siendo uno de los  presupuestos materiales para dicha 
medida, no teniendo en cuenta que el artículo VI Título Preliminar del 
NCPP regula la legalidad de las medidas limitativas de derechos, que 
señala que solo podrán dictarse medidas limitativas por mandato judicial, 
en el modo, forma y con las garantías previstas por la Ley. 
Por lo que en la actualidad se debe considerar si se cumple el 
derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales, y respecto 
a la medida de coerción penal de Prisión Preventiva, si “el peligro de 
reiteración delictiva”,  sólo puede ser tomado en cuenta para graduar la 
pena final, si podrá constituir presupuesto para dictarla o mantenerla, y si 
la peligrosidad del imputado es indiferente para el derecho procesal 
penal. 
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1.2. Formulación del planteamiento del problema 
- ¿Será posible la incorporación de la figura jurídica del peligro de 
reiteración delictiva, como presupuesto material del artículo 268 del 
NCPP, para que el juez pueda dictar el mandato de prisión preventiva? 
- ¿Cuáles son las implicancias de la incorporación de la figura jurídica 
del peligro de reiteración delictiva, como presupuesto material del 
artículo 268 del NCPP, para que el juez pueda dictar el mandato de 
prisión preventiva?  
-¿Cuáles son los fundamentos que nos permite proponer la 
incorporación de la figura jurídica del peligro de reiteración delictiva, 
como presupuesto material del artículo 268 del NCPP, para que el juez 
pueda dictar el mandato de prisión preventiva? 
- ¿Cuál es la normatividad vigente y jurisprudencia coherente sobre la 
incorporación de la figura jurídica del peligro de reiteración delictiva, 
como presupuesto material del artículo 268 del NCPP, para que el juez 
pueda dictar el mandato de prisión preventiva?  
1.3. Justificación de la investigación  
La investigación se justifica por las siguientes razones: 
Del problema expuesto y de los objetivos planteados se puede deducir 
su notable importancia, tanto para el desarrollo académico e 
institucional. 
Este trabajo de investigación se justifica, porque la presente 
investigación tiene una gran relevancia en la sociedad, toda vez que 
implica que las personas, especialmente los operadores de derecho 
como, Jueces, Fiscales, Abogados, estudiantes de derecho, entre otros, 
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conozcan los presupuestos materiales que sustentan una prisión 
preventiva de un imputado, y en qué medida se cumple la finalidad del 
proceso penal de evitar el peligro de reiteración delictiva 
 Permite  comprender en qué condiciones se tiene en cuenta el 
peligro de reiteración delictiva establecido en el artículo 253º inciso 3 del 
NCPP, el cual prescribe: “La restricción de un derecho fundamental sólo 
tendrá lugar cuando fuere indispensable,en la medida y por el tiempo 
estrictamente necesario, para prevenir, según los casos, los riesgosde 
fuga, de ocultamiento de bienes o de insolvencia sobrevenida, así como 
para impedir laobstaculización de la averiguación de la verdad y evitar 
el peligro de reiteración delictiva”. 
Ello debido a que se pretende establecer en qué condiciones 
sería conveniente incorporar la figura jurídica del peligro de reiteración 
delictiva, como presupuesto material del artículo 268 del NCPP, para 
que el juez pueda dictar el mandato de prisión preventiva.Asimismo nos 
permite comprender el derecho constitucional de la debida motivación de 
las resoluciones judiciales, consagrado en el artículo 139 inciso 5 de la 
Constitución Política del Perú. 
Así mismo la presente investigación se justifica en determinar si 
en política criminal del estado peruano es necesaria la prisión preventiva 
como medida de coerción personal, si es un fiel reflejo del nuevo sistema 
procesal, y si cumple verdaderamente el rol para al cual se ha regulado. 
Asimismo es necesario tener en cuenta cual es la ponderación que se 
hace ante el principio de presunción de inocencia del imputado, y el 
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derecho de la sociedad y de la víctima a ser protegidos en sus derechos 
fundamentales. 
Es necesario establecer si es que se puede dictar el mandato de 
prisión preventiva, teniendo como sustento evitar que se cometa otro 
delito por la peligrosidad del sujeto, y consecuentemente salvaguardar 
los intereses de la sociedad y de la víctima; ello de conformidad con lo 
establecido en el artículo 253 inciso 3 del NCPP. Asimismo deslindar los 
parámetros diferenciadores entre peligro procesal y peligro social. 
El proceso penal peruano tiene implicancias en la medida que la 
aplicación de la prisión preventiva se fundamente teniendo en cuenta las 
condiciones del peligro de reiteración delictiva, lo cual va a permitir a los 
operadores del derecho diferencien las finalidades de las medidas de 
coerción, específicamente la prisión preventiva, a fin de evitar la 
vulneración de los derechos fundamentales de las personas. 
 
2. OBJETIVOS4 
2.1. Objetivo general 
- Demostrar que si es posible la incorporación de la figura jurídica del 
peligro de reiteración delictiva, como presupuesto material del artículo 
268 del NCPP, para que el juez pueda dictar el mandato de prisión 
preventiva. 
                                                 
4 Lino ARANZAMENDI: El Objetivo: Es el enunciado que se pretende alcanzar o, la 
aspiración que orienta la acción ordenada para su consecución y expresados con precisión 
para evitar desviaciones en el proceso de investigación. Objetivos generales: Contiene los 
grandes lineamientos teleológicos de los que finalmente queremos conseguir con la 
investigación. En otras palabras, es la razón de ser la tesis. este objetivo no establece 
soluciones concretas, sino generales. Objetivos específicos. Estos buscan crear, innovar, 
modificar, perfeccionar, critican una institución o figura jurídica que incide sustancialmente en el 
cumplimiento del objetivo general. En: ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Op. cit., p.135. 
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2.2. Objetivos específicos 
- Determinar las implicancias que tiene la incorporación de la figura 
jurídica del peligro de reiteración delictiva, como presupuesto material 
del  artículo 268 del NCPP, para que el juez pueda dictar el mandato de 
prisión preventiva. 
- Identificar los fundamentos que nos permite proponer la incorporación 
de la figura jurídica del peligro de reiteración delictiva, como presupuesto 
material del artículo 268 del NCPP, para que el juez pueda dictar el 
mandato de prisión preventiva. 
- Identificar la normatividad vigente y jurisprudencia coherente sobre la 
incorporación de la figura jurídica del peligro de reiteración delictiva, 
como presupuesto material del artículo 268 del NCPP, para que el juez 
pueda dictar el mandato de prisión preventiva.  
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CAPÍTULO II 
MARCO TEÓRICO DE LA INVESTIGACIÓN  
 
1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN  
Las investigaciones relacionadas con la presente se encontraron a: 
- MÉJICO LEAÑO, Martin: (2010), presentó la investigación titulada “Los 
fines patológicos de la prisión preventiva: evitar el peligro de reiteración 
delictiva y la defensa de la sociedad”, artículo publicado en alerta 
informativa, en la que concluye: “En definitiva, la prisión preventiva solo es 
procedente a efectos de garantizar la realización de los fines procesales: 
evitar el peligro de fuga y el entorpecimiento de la investigación. Por ende 
resulta completamente ilegítimo y arbitrario detener preventivamente a una 
persona con fines retributivos o preventivos. Debe entenderse que la prisión 
preventiva o el mantenimiento de la misma sólo se justifica por razones de 
seguridad procesal y nunca por razones de castigo. 
Nuestro derecho penal, es un derecho penal de acto y no de autor, 
Villavicencio Terreros señala que el derecho penal de autor es incompatible 
con el Estado Social y Democrático de derecho; en ese sentido solo resulta 
compatible un derecho penal de acto. La pena debe vincularse con una 
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acción concreta descrita típicamente; por ello, tal sanción representa solo la 
respuesta al hecho individual, y no a toda la conducción de la vida del autor 
o a los peligros que en el futuro se esperan del mismo”. Por ello, si no se 
puede justificar la pena privativa en juicios de peligrosidad futura, mucho 
menos se puede encarcelar preventivamente”. 
- COSTA CARHUAVILCA, Erickson Aldo:(2009), presentó la investigación 
titulada: “La finalidad de la detención preventiva en el marco de la vigencia 
de la presunción de inocencia del imputado en el Proceso Penal Peruano”, 
investigación publicado en la Unidad de Investigación de Derecho de la 
UNMSM, en la que concluye: “Tras cualquier intento por fundamentar la 
legitimidad de la detención preventiva, lo que realmente existe es el 
razonado temor e inseguridad que genera la criminalidad para la sociedad, 
convirtiéndose en una respuesta del sistema penal frente a la potencialidad 
delictiva del imputado. La asignación a la detención preventiva de fines no 
procesales por motivos de defensa social o control de conductas delictivas 
colocaría al imputado en una situación ya de culpabilidad”. 
- DEL RIO LABARTHE, Gonzalo: (2007) Informe Practico Procesal Penal de 
Actualidad Jurídica de Febrero del 2007, titulada: “Prisión preventiva en el 
nuevo Código Procesal Penal”, en el que se concluye: “La motivación es un 
requisito ineludible en la imposición de la prisión preventiva, precisamente 
por que condiciona la validez del presupuesto de proporcionalidad, porque la 
ausencia o insuficiencia de dicha motivación convierte a la medida en 
ilegitima prima facie impidiendo que el juicio se pueda analizar la 
razonabilidad de la decisión”. 
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- IZQUIERDO HERNANDEZ, José Guillermo: (1999), presentó la 
investigación titulada “La detención en el auto de apertura del proceso penal: 
Diagnostico sobre la aplicación del art. 135 del C.P.P. en nuestro Distrito 
Judicial (1997-1998)”, en la UPAO y concluye: “En un elevado porcentaje de 
los casos estudiados los jueces penales del Distrito Judicial de La Libertad 
no han cumplido con aplicar correctamente el Art. 135 del CPP de 1991, al 
momento de dictar el mandato de detención en los autos de apertura de 
instrucción expedidos durante los años de 1997-1998” 
 
2. BASES TEÓRICAS 
2.1. HISTORIA UNIVERSAL DE LA PRISIÓN PREVENTIVA 
El presente esbozo histórico de la prisión preventiva tiene dos partes, 
siendo estas: la historia universal, dividida en la edad antigua, media y 
moderna contemporánea; y la historia de la detención provisional en el 
derecho procesal penal peruano. La historia universal toma como 
referente en la edad antigua los derechos griego y romano. En el 
medioevo estudia la detención del inculpado como presupuesto de la 
investigación en el proceso penal inquisitivo.  
Y la edad moderna comprende los aportes de la revolución francesa de 
1789 al uso de la prisión preventiva; la prisión preventiva en el siglo XVIII 
y en américa latina. En relación a la historia jurídica peruana, se estudia 
la regulación de la prisión preventiva desde el Código de Enjuiciamiento 
en Materia Penal de 1863 y los textos legales de los procesos penales 
que han sido aplicados hasta la fecha en nuestro país. 
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2.2. Edad Antigua 
2.2.1. Grecia 
En la historia jurídica del derecho antiguo griego no se registra el 
uso de la prisión preventiva, esto puede deberse a que, en ese 
tiempo, la cultura jurídica griega fundamentó su idea de dignidad 
humana en la identidad del cuerpo físico con el concepto persona, 
lo cual estimuló una práctica en el proceso penal de un respeto 
absoluto a la libertad del imputado.  
Lo anterior se sustenta en la cita literal siguiente: “…en 
Grecia, donde desde el punto de vista jurídico se identificaba a la 
persona con el cuerpo, y la libertad era concebida esencialmente 
como la libertad corporal, la justicia penal, aunque administrada 
de manera arbitraria por los éforos, que fungían al mismo tiempo 
como acusadores y jueces en todos los asuntos penales, nunca 
llego a imponer la pena de prisión por considerar que afectaba a 
la libertad, sustituyendo aquellas por penas pecuniarias. Por tanto, 
puede inferirse que en Grecia la detención preventiva no tuvo 
ninguna aplicación”5. 
2.2.3. Roma  
En un primer momento el Derecho Romano de la república 
permitió a los jueces penales acordar la prisión preventiva 
discrecionalmente, pero en vista de la degeneración en el uso 
abusivo de esta medida cautelar, fueron dictadas regulaciones y 
                                                 
5 RODRÍGUEZ Y RODRÍGUEZ, Jesús. (1981). La Detención Preventiva y Derechos 
Humanos en Derecho Comparado. Instituto de Investigaciones Jurídicas, Serie B, 
EstudiosComparativos, b) estudios especiales. Nº 19, Universidad Nacional Autónoma de 
México (UNAM), 1ª edición, México D. F., p.18. 
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sanciones para contrarrestar dicha práctica, sin embargo, con la 
madures científica del derecho romano, contenido en la Ley de las 
Doce Tablas, y en atención al principio de igualdad de 
oportunidades, la libertad del acusado, en el transcurso de la 
causa penal, comienza a recibir un notable respeto, que terminó 
proscribiendo la prisión preventiva en la mayoría de casos, 
decretándose ésta solamente contra delitos relacionados a la 
seguridad del Estado, a las capturas en flagrancia, y a los reos 
confesos; estas afirmaciones son apoyadas en el siguiente texto: 
“Durante la República, siglo V hasta el año 134, a. de J.C. y más 
precisamente bajo la vigencia de la Ley de las Doce Tablas, es 
decir, a partir de mediados del siglo V (…) por lo general se 
prescindía del encarcelamiento, (…) Ya a partir de las Leges Iulia 
de vi publica et privata, año 17, a. de J.C., los ciudadanos 
romanos estaban exentos por prescripción legal de tal medida, 
tratándose de ciertos delitos. Tal situación se justificaba por el (…) 
principio de igualdad, (…) situación, que, en el sistema de judicial 
pública, había desembocado en la supresión de la detención 
preventiva. Esta medida, sin embargo, era de rigor en los casos 
de crímenes contra la seguridad del Estado, de flagrante delito o 
cuando mediaba confesión”6. 
 
 
 
                                                 
6Ibídem., p. 18. 
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2.3. Edad Media 
En la Edad Media Alta (siglo XVI), adquirió carta de ciudadanía la 
utilización de la prisión preventiva como regla general, lo cual puede 
considerarse natural al tenerse en cuenta el funcionamiento de la lógica 
objetiva del proceso penal inquisitivo, predominante en esta época, que 
aplicó como método de interrogación la tortura, lo cual presuponía como 
“necesidad técnica” mantener detenido al imputado, en aras de la 
extracción efectiva de la verdad. Esto se contiene en el texto siguiente:“A 
principio del siglo XVI, los fines del procedimiento inquisitorio se 
reducían a dos; primero, establecer la naturaleza y gravedad del delito y, 
segundo, descubrir y aprehender al sospechoso de haberlo cometido 
(…) Así, durante el medioevo, la detención pierde su carácter 
excepcional ya que, en consonancia con el sistema inquisitorio, la 
captura se convierte en operación preliminar indispensable a fin de 
someter a tortura al inculpado y arrancarle una confesión (…)”7 
 
2.4. Edad Moderna 
2.4.1. Prisión preventiva en la Revolución Francesa de 1789 
La revolución francesa de 1789 constituye el principal referente 
histórico del derecho moderno euro-centrista, que marca la pauta 
del origen de la mayoría de sistemas jurídicos latinoamericanos; 
dicha revolución promulgó la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano en ese año, y en 1793 realizó una 
segunda versión de la misma; luego, con los principios científicos 
                                                 
7Ibídem., p. 20 y 21 
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del derecho romano, fue creado en 1804 el célebre Código Civil, y 
en 1808 el célebre Código de Instrucción Criminal. 
La primera Declaración Francesa de 1789 estipuló en su 
artículo 7 la obligación de decretar la detención conforme a la ley; 
esta primera Declaración fue incorporada en la Constitución 
francesa de 1791, la cual reguló en su artículo 10, unos mandatos 
para proceder a la detención del presunto culpable de un delito. 
Por su lado, en el Código de Instrucción Criminal de 1808 la 
detención preventiva se decretaba a discreción del juzgador, 
permitiendo a los delincuentes primarios mantener la libertad 
provisional bajo caución, siempre y cuando estuvieran acusados 
por delitos castigados con pena correccional8. 
 
2.4.2. Prisión preventiva por deudas durante la edad moderna 
La prisión preventiva se adoptó en el pasado con la finalidad de la 
ejecución forzada de las obligaciones civiles y mercantiles, la cual 
se convertía en prisión por deudas. Su utilización para dichos 
fines se remonta hasta el derecho romano, llegando incluso a 
períodos comprendidos en la edad moderna, por lo que, a 
continuación se elabora una sucinta historia jurídica de esta 
                                                 
8 Lo expuesto se funda en lo siguiente: “En Francia,…la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano de 1789 preveía que la detención no tendría lugar sino en los casos 
determinados por la ley y según las formas por ella prescritas (artículo 7); la Constitución de 
1791, a la cual se integró la anterior Declaración, precisaba además los mandamientos de 
detención (artículo 10)…no obstante las ideas plasmadas en las Declaraciones de 1789 y 1793 
respecto a la detención preventiva, el Código de Instrucción Penal de 1808…consagró…esta 
institución…como un estado de derecho cuya apreciación y oportunidad quedaban a discreción 
del juez de instrucción. La libertad provisional no era posible sino en materia correccional 
reservada a los delincuentes primarios e incluso al pago de una caución.” Ibídem Págs. 22-24. 
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peculiaridad del uso de la prisión preventiva, examinando su 
regulación en tres países europeos y tres latinoamericanos. 
2.4.3. Prisión preventiva por deudas en Chile, Argentina y Perú 
En Chile, la prisión por deudas se decretó en 1837; luego, en 
1868 se restringió a cuatro casos, hasta después de la segunda 
década del siglo XX.Durante el anterior tiempo la prisión 
preventiva por deudas se basaba en la simple declaratoria en 
quiebra del deudor, situación declarada inconstitucional por la 
jurisprudencia chilena después de 1925, en el sentido de exigirse 
en adelante como requisito para decretar dicha medida 
precautoria haberse calificado la quiebra de culpable o 
fraudulenta, adhiriéndose de esta manera al criterio de la 
jurisprudencia española del siglo XIX sobre esta materia; lo antes 
expuesto se documenta en seguida:“(…) Por decreto-ley de 1837, 
firmado por Prieto y Portales, se estableció (…) la prisión por 
deudas. Pero después, en una ley dictada el 23 de junio de 1868, 
se la suprimió, dejándose a manera de pena sólo en (…) 4 casos 
(…) Un decreto-ley 778 establecía que por la sola circunstancia 
de ser declarada en quiebra una persona se le sometía a prisión 
preventiva, por si la quiebra llegaba a ser culpable o fraudulenta 
(…) La jurisprudencia declaró que era inconstitucional, por 
dictarse después de 1925 (…) la situación existente hoy en cuanto 
a la prisión es la siguiente: Declarada la quiebra, se inicia el 
procedimiento de calificación de la quiebra, que tiene por objeto 
ver si la quiebra es fortuita, culpable o fraudulenta; y sólo después 
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que se comprueba que es culpable o fraudulenta se la reduce a 
prisión.”9 
En el Perú el artículo 2.24, literal c) de la Constitución 
Política10 establece que “no hay prisión por deudas”, lo cual 
implica una declaración con evidentes repercusiones en el ámbito 
jurídico penal.  
 
2.5. En el siglo XVIII 
En el siglo XVIII se lleva a cabo la separación nocturna de los presos, 
creándose la casa de corrección. El modelo de corrección, fue 
establecido en Roma, en el año de 1704, Clemente XI, allí los reclusos 
aprendían un oficio para trabajar en el día y en la noche se suministraba 
instrucción elemental y religiosa, bajo el silencio absoluto. Así inicia el 
gran modelo de regeneración del individuo, puesto que nada se hace 
con apresar a una persona y no tratar de que aprenda algún oficio para 
devolverlo a la sociedad como una persona de bien arrepentida.  
Para Von Henting, la prisión preventiva no se diferenció en cuanto 
a su aplicación de la prisión como pena, ya que todos los presos fueron 
sufriendo igual trato así en Europa como en los Estados Unidos de 
América, que durante el siglo XVIII, la cárcel era prisión militar, 
manicomio y custodia de deudores, etc. A finales del siglo, en 
                                                 
9 ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo y SOMARRIVA UNDURRAGA, Manuel. (1971) Curso 
de Derecho Civil. De las Obligaciones en general. Redactado y puesta al día por Antonio 
Vodanovic H. Cuarta edición. Santiago de Chile-Chile: Editorial Nacimiento. Pág. 171 y 172. 
10 Artículo 2 numeral 24 literal c) de la Const.: (…) “toda persona tiene derecho: (…) a la 
libertad y a la seguridad personales, en consecuencia:(…) no hay prisión por deudas. Este 
principio no limita el mandato judicial por incumplimiento de deberes alimentarios.” 
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WalnutStreet Jail no había ninguna separación entre presos, llegando 
hasta el aislamiento celular riguroso de principio del siglo XIX. 
 
2.6. En América Latina 
Dejando la antigüedad remota y estando a la historia más reciente, la 
evolución de la prisión preventiva en América Latina aparece en las dos 
últimas décadas y ha tenido lugar un proceso muy vigoroso de reformas 
al sistema de justicia penal.  
La prisión preventiva ha evolucionado tanto, que casi en todos los 
países de habla hispana se ha abandonado el sistema inquisitivo 
tradicional, que adoptaba esta medida cautelar como un regla, y se ha 
remplazado por sistemas acusatorios, que la acogen como una 
excepción.  
La regulación de la prisión preventiva ha sido con probabilidad el 
tema relevado por las reformas en la justicia penal, que ha tenido lugar 
en prácticamente todos los países de la región. Durante los últimos 20 
años se inició en América Latina un proceso de reforma a la justicia 
criminal que afectó con diversa intensidad y grado a los distintos países 
del continente.  
 
2.7. Historia de prisión preventiva en el Perú 
2.7.1. Código de Enjuiciamiento en Materia Penal de 1863 
Es el primer código en materia procesal penal, que rigió desde el 
1 de mayo de 1863; el cual regulaba el presente tema que es 
materia de investigación, en el Titulo VI, denominado DE LA 
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CAPTURA, DETENCIÓN Y PRISIÓN DE LOS REOS, 
comprendiendo del art. 70º al 76º; siendo el artículo 73º el que 
regulaba la Prisión de Formas, por el cual “se tenía efectuada la 
captura y puesto a disposición del Juez, si éste, de las primeras 
diligencias lo consideraba inocente lo pondrá en libertad, y si por 
el contrario del sumario resulta probada la existencia del delito y la 
culpabilidad del enjuiciado se librará mandamiento de prisión en 
forma. Librado mandamiento de prisión, no podía ponerse en 
libertad al reo sin que el auto que así lo resuelva sea aprobado 
por el Superior Tribunal”. 
 
2.7.2. Código de enjuiciamiento en materia criminal de 1920 
Esta normatividad se promulgó por Ley 4919 el 2 de enero de 
1920, por el ex presidente Augusto B. Leguía y entro en vigencia 
el 18 de marzo de 1920 hasta el 17 de marzo de 1940; en el cual 
se regulaba, el tema objeto del presente estudio, en el Título V del 
Libro Primero, denominado principio de la instrucción y detención 
del acusado. 
 
2.7.3. Código de procedimientos penales de 1940 
Mediante Ley Nº 9024 promulgada el 23 de noviembre de 1939, y 
según lo establecido en la propia Ley, entró en vigencia el 18 de 
marzo de 1940, el cual establecía la detención provisional del 
imputado, en el Art. 81 de la citada norma. 
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 No obstante, con el transcurso del tiempo esta 
normatividad ha sufrido una serie de modificaciones. 
2.7.4. Código Procesal de 1991 
A fines del siglo XX se aprueba el Código Procesal de 1991, 
mediante Decreto Legislativo Nº 638, el cual en su artículo 135 
prescribe el mandato de detención, en base a determinados 
parámetros que se tenían que cumplir, para declarar fundada una 
prisión preventiva.  
Si bien la norma procesal penal anterior exigía la 
concurrencia de tres elementos para que se dicte un mandato de 
detención: la existencia de pruebas suficientes, que la pena a 
imponerse supere los 4 años y que hubiera peligro de fuga, con la 
ley 28726 se modificó sustancialmente el inciso 2 del artículo 
135°, al establecer que se podía dictar detención cuando “la 
sanción a imponerse o la suma de ellas sea superior a un año de 
pena privativa de libertad o que existan elementos probatorios 
sobre la habitualidad del agente al delito”. 
Sin embargo mediante Ley 29499 (19 de enero de 2010) 
se modificó el artículo 135 del Código Procesal Penal de 1991 
(vigente en los distritos judiciales donde no se aplicaba el NCPP) 
y se estableció como requisito de la detención preventiva, que la 
sanción a imponerse sea superior a los 4 años de pena privativa 
de libertad (y ya no una pena probable superior a un año, como lo 
establecía la Ley 28726), con lo que se equiparó el marco de la 
prognosis de pena superior a cuatro años prevista para la prisión 
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preventiva en el art. 268 del NCPP, permitiendo que ambos 
ordenamientos tengan exigencias similares. 
2.7.5. Código Procesal Penal del 2004 
Finalmente, el NCPP en su Art.268, refiriéndose a los 
presupuestos materiales de la prisión preventiva, se evidencian 
que se exige la presencia de "fundados y graves elementos de 
convicción” para estimar razonablemente la comisión de un delito 
que vincule al imputado como autor o participe del mismo, y, 
vuelve a la redacción original del Art.135 del Código Procesal 
Penal de 1991; empero introduce en los Arts.269 y 270, pasos 
para determinar claramente en cada caso la existencia del peligro 
procesal de fuga o de perturbación de la actividad probatoria. 
 
 
 
2.7.6. Ley Nº 30076 
 
Ley que modifica el Código Penal, Código Procesal Penal, Código 
de Ejecución Penal y el Código de los Niños y Adolescentes y 
crea registros y protocolos con la finalidad de combatir la 
inseguridad ciudadana, publicada el 19 de agosto de 2013; y entre 
otros artículos del NCPP modificó los artículos 268 y 269 
referentes a la prisión preventiva y el peligro de fuga, 
respectivamente, suprimiendo el segundo párrafo del artículo 268, 
referente a la pertenencia del imputado a una organización 
criminal o su reintegración a las mismas, dejó de ser considerado 
como un presupuesto material para dictar un mandato de prisión 
preventiva, y se incorporó como un supuesto que el juez tendrá en 
cuenta para evaluar el peligro de fuga. 
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FIGURAS JURÍDICAS DEL DERECHO PENAL Y PROCESAL PENAL 
FIGURA 
JURÍDICA 
DEFINICIÓN REQUISITOS   
Prisión 
preventiva 
Es una medida de coerción 
procesal dictada por el 
Juez de Investigación 
Preparatoria, que tiene por 
finalidad limitar 
temporalmente la libertad 
del imputado, a efectos de 
obtener la efectiva 
aplicación de la ley penal. 
Según el artículo 268 del NCPP, para dictar 
mandato de prisión preventiva tiene que ser 
posible determinar la concurrencia de los 
siguientes presupuestos: a) fundados y graves 
elementos de convicción; b) prognosis de pena 
superior a 4 años; y c) peligro procesal. 
Suspensión 
de la 
ejecución de 
la pena 
Es una institución acorde 
con la Constitución, y la 
imposición ineludible de 
reglas de conducta, que 
lleva aparejada, es la 
correspondencia necesaria 
para la plena operancia de 
dicha institución, con los 
efectos legales que las 
normas penales prevén, 
para evitar la aplicación de 
las penas privativas de 
libertad de corta duración, 
a fin de salvaguardar los 
fines de resocialización. 
En virtud del artículo 57 del CP, tiene como 
requisitos que: 1) la condena se refiera a pena 
privativa de libertad no mayor de 4 años; 2) La 
naturaleza, modalidad del hecho punible, 
comportamiento procesal y la personalidad del 
agente, permitan inferir al juez que aquel no 
volverá a cometer un nuevo delito; y, 3) El 
agente no tenga la condición de reincidente o 
habitual 
 
Reserva de 
fallo 
condenatorio 
Es una medida alternativa 
a la pena privativa de 
libertad, de uso facultativo 
para el Juez, que se 
caracteriza 
fundamentalmente por 
reservar la imposición de la 
condena y el señalamiento 
de la pena concreta para el 
sentenciado culpable. 
Según el artículo 62 del CP se aplica siempre 
que de las circunstancias individuales, 
verificables al momento de la expedición de la 
sentencia, el juez pueda colegir que el agente 
no cometerá nuevo delito; y en los siguientes 
casos: 1) El delito está sancionado con pena 
privativa de libertad no mayor de tres años o 
con multa; 2) La pena a imponerse no supere 
las noventa jornadas de prestación de 
servicios a la comunidad o de limitación de 
días libres; y 3) Cuando la pena a imponerse 
no supere los dos años de inhabilitación. 
Exención de 
la pena 
Esta medida alternativa se 
relaciona con los criterios 
generales del llamado 
perdón judicial. Esto es con 
la facultad conferida por la 
ley del órgano jurisdiccional 
para dispensar de toda 
sanción al autor de un 
hecho delictivo. 
El artículo 68 del CP establece dos requisitos 
para su procedencia: 1) Cualitativo, que está 
en función del tipo de pena conminada en la 
ley para el delito cometido, es decir, que la 
medida es procedente si la pena prevista para 
el delito cometido es privativa de libertad no 
mayor de dos años o se trata de pena de multa  
o de pena limitativa de derechos; y 2) 
Valorativo, toma en cuenta el grado de 
culpabilidad del autor o participe, aludiendo a 
que la culpabilidad del agente sea mínima. 
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2.8. Marco normativo 
2.8.1. Presupuestos Materiales  
En el siguiente esquema se grafica los requisitos y criterios 
regulados en el NCPP, para disponer el mandato de prisión 
preventiva: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
 
 
2.8.2. Presupuestos formales  
Roberto E. Cáceres Julcaafirma que “según la regulación 
expresada por el Código Procesal, existen ciertos presupuestos 
Presupuestos materiales de la prisión preventiva 
Elementos de 
convicción 
Comportamiento del 
imputado en el 
procedimiento u otro 
anterior 
Magnitud del daño y 
la ausencia de  una 
actitud voluntaria  
Gravedad de la pena 
que se espera 
Arraigo 
Inducir a otras 
personas a informar 
falsamente o a que 
se comporten 
deslealmente 
Influir en co-
imputados, testigos 
o peritos, para que 
informen falsamente 
o se comporten de 
manera desleal 
oreticente 
Destrucción, 
modificación, 
ocultamiento, 
sustracción o 
falsificación de 
elementos de prueba 
Sanción 
superior a 4 
años 
Peligro procesal 
Fuente: Código Procesal Penaldel 2004 
Pertenencia a una 
organización 
delictiva o su 
reintegración a la 
misma 
Peligro de fuga 
Peligro de 
obstaculización  
LOS PRESUPUESTOS DE LA PRISIÓN PREVENTIVA  
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formales de inexigible aplicación. Como nos recuerda la Corte 
Suprema, la audiencia de prisión preventiva regulada por los 
apartados uno y dos del artículo doscientos sesenta y uno del 
NCPP prevé varias exigencias para que pueda emitirse 
válidamente, un mandato de prisión preventiva o alternativamente, 
una medida de comparecencia restrictiva o simple, y son: 
a) Requerimiento cautelar a solicitud del Ministerio Publico 
b) Realización de la audiencia de prisión preventiva dentro del 
plazo legal de las cuarenta y ocho horas siguientes a su 
requerimiento. 
c) Concurrencia a la evaluación del Fiscal requirente, del 
imputado y de su defensor (sino asiste el defensor de confianza o 
el abogado no tiene se le remplaza en el acto o interviene el 
defensor de oficio. 
Asimismo refiere que los presupuestos formales son de exigencia 
ineludible, si no se presentan en forma copulativamente o se 
presentan de modo defectuoso, la resolución que es emitida bajo 
tales condiciones es nula de pleno derecho”.11 
2.8.3La duración  
Roberto E. Cáceres Julcaconsidera “la posibilidad que el órgano 
jurisdiccional tiene de aplicar las medidas coercitivas como la 
prisión preventiva, es una de las razones decisivas que justifica el 
trato prioritario que debe darse a los procedimientos que privan la 
libertad. Este trato implica establecer un plazo razonable para que 
                                                 
11CACERES JULCA.Ob. Cit. Pág. 233-238// Fundamento Sétimo de la Casación Penal Nº 
01-2007-Huaura. Sala Penal Permanente. Lima, 26 de Julio de 2007. 
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un ciudadano acusado de un delito sea procesado y condenado 
contado desde la fecha de aprehensión del imputado; por tanto, la 
extensión temporal del proceso está fijada por la ley de un modo 
previo, preciso y categórico, como toda limitación a las libertades 
fundamentales”.12 
Para el jurista Pablo Sánchez Velarde“la prisión preventiva 
tiene sus límites temporales y se establece que su plazo no 
excederá de nueve meses y se considera que cuando se trate de 
procesos complejos el plazo límite será de dieciocho meses (Art. 
272). En este último supuesto ha de estimarse que el caso que se 
investiga debe de haber sido declarado complejo, bajo los criterios 
de número de imputados, agraviados, concurso de delitos, 
dificultades en la realización de las pericias, principalmente”.13 
 
2.8.4. Prolongación  
Pablo Sánchez Velarde refiere que “la ley también mantiene la 
institución de la prolongación de la prisión preventiva sólo cuando 
concurran “circunstancias que importen una especial dificultad o 
prolongación de la investigación y que el imputado pudiera 
sustraerse a la acción de la justicia” fijándose una prolongación no 
mayor a los 18 meses. Puede interpretarse que esta prórroga 
puede ser adicional al supuesto de complejidad, lo que sumado al 
plazo máximo anterior daría un total de 36 meses”. Además 
señala que “corresponde al Fiscal hacer el requerimiento de 
                                                 
12CACERES JULCA.Ob. Cit. Pág. 239 y 240. 
13SANCHEZ VELARDE. Ob. Cit. Pág. 341. 
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prolongación de la prisión preventiva, debiendo el Juez de la 
Investigación Preparatoria citar a una audiencia dentro de los tres 
días siguientes con asistencia del fiscal, el imputado y su 
defensor, y luego de haber escuchado a las partes podrá dictar la 
resolución en la misma audiencia o podrá hacerlo dentro de las 72 
horas siguientes.  
También se ha regulado “el supuesto en que el imputado 
hubiera sufrido condena, pero la sentencia se encuentra en 
apelación, estableciéndose que en tal supuesto la prisión podrá 
prolongarse hasta la mitad de la pena impuesta”.14 
Vásquez VásquezMarlio nos recuerda que “los presupuestos 
para que la prolongación del plazo de detención sea válidamente 
dirigida son: que en el proceso existan circunstancias que 
importen una especial prolongación de la investigación; y que el 
inculpado pudiera sustraerse a la acción de la justicia; la especial 
dificultad, no está referido a la pluralidad de imputados o 
agraviados, circunstancias que determinan en la norma la 
aplicación del plazo especial detención por complejidad del 
proceso.“La especial dificultad o prolongación de la investigación 
puede entenderse referida por ejemplo a la necesidad de realizar 
informes periciales complejos e inusuales que ameriten 
recopilación abundante de muestras y multiplicidad de exámenes, 
o cuando para cumplir con el objeto del proceso sea necesario 
recabar información en el extranjero; situación que producen la 
                                                 
14SANCHEZ VELARDE. Ob. Cit., p. 342 
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necesidad de una considerable prolongación de la investigación 
judicial”.15 
Asimismo, se debe señalar que con la publicación de la Ley Nº 
30076, la cual modifica el artículo 274 del NCPP, también se 
podrá prolongar la prisión preventiva cuando concurran 
circunstancias que importen una prolongación del proceso. 
 
2.8.5. Libertad del imputado 
Alonso Raúl Peña Cabrera Freyreafirma que “habiendo 
transcurrido el plazo previsto en los arts. 272.1 y 272.2, el Juez de 
la causa, deberá ordenar la inmediata excarcelación del imputado, 
bajo responsabilidad. La orden de excarcelación puede decretarse 
de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes (imputado y del 
Ministerio Publico)”. Asimismo considera que en estos casos “el 
juzgador, en el mismo auto que decreta la libertad del imputado, 
deberá adoptar las medidas de coerción personal que aseguren la 
comparecencia del procesado a la instancia, vía comparecencia 
con restricciones. Si la adopción de la medida de comparecencia 
se produce a posteriori de la excarcelación, y el imputado evade 
la acción de la justicia, el Juez se hace responsable por no haber 
adoptado las medidas de precaución pertinentes a la naturaleza 
del caso concreto”.16 
 
                                                 
15 VASQUEZ VASQUEZ, Marlio. (2001). Plazo y suspensión de la detención judicial. Revista 
Actualidad Jurídica. Tomo 97. Editorial Gaceta Jurídica. Lima. Pág. 73 y 74 
16PEÑA CABRERA FREYRE.Ob. Cit., p. 725 
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2.8.6. Computo del plazo 
Víctor Cubas Villanuevaseñala que “el artículo 275 del CPP 
introduce normas precisas para efectuar el cómputo del plazo de 
prisión preventiva y dispone que no se tendrá en cuenta para el 
cómputo de los plazos el tiempo en que la causa sufriera 
dilaciones maliciosas atribuibles al imputado o a su defensa. 
Porque en la práctica se ha verificado que los imputados ante la 
expectativa de acceder a la libertad al cumplimiento del plazo, 
realizan maniobras dilatorias”. Además afirma que “el Legislador 
ha realizado previsiones importantes regulando cómo hacer el 
computo del plazo, cuando se hubiera declarado la nulidad de 
todo lo actuado y se ha dispuesto se dicte un nuevo auto de 
prisión preventiva, caso en el que no considerará el tiempo 
transcurrido hasta la fecha de emisión de dicha resolución; y para 
que en los casos en que se declare la nulidad de proceso 
seguidos ante la jurisdicción militar y se ordene el conocimiento 
de los hechos punibles imputados a la jurisdicción penal ordinaria, 
el plazo se computará desde la fecha en que se dicte el nuevo 
auto de prisión preventiva”17. 
 
2.8.7. Revocatoria de la libertad 
Alonso Raúl Peña Cabrera Freyremanifiesta que “habiéndose 
producido la excarcelación del imputado por exceso de detención, 
podrá revocarse el régimen de comparecencia, cuando éste 
                                                 
17CUBAS VILLANUEVA.Ob. Cit. Pág. 389 
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demuestra con su conducta procesal una voluntad evasora y 
obstruccionista del procedimiento en su contra. La revocatoria 
procede ante una inasistencia presencial de especial relevancia 
para el proceso. V. gr., una confrontación o la actuación de una 
prueba anticipada. En este caso, el juez seguirá el trámite previsto 
para la revocación de la comparecencia por prisión preventiva”.18 
Jorge Rosas Yatacocitando a Pablo Sánchez Velarde afirma que 
“la revocatoria de la comparecencia por prisión preventiva 
responde al principio de reformabilidad de las medidas cautelares, 
esto es que las mismas pueden ser modificadas en el curso del 
proceso dependiendo de: 
a) La disminución o aumento de los requisitos legales, es decir, de la 
variación de los presupuestos que determinaron al Juez su 
imposición; 
b) La desobediencia a los mandatos judiciales, es decir, el 
incumplimiento de las reglas de conducta emanadas por el 
Juez”.19 
RonalNayu Vega Regalado señala que “la cesación de la prisión 
preventiva será revocada por el Juez a petición motivada del 
Fiscal, en los siguientes supuestos:Si el imputado infringe las 
reglas de conducta impuestas por el Juez en la resolución de 
cesación de la prisión preventiva; sino comparece a las diligencias 
del proceso sin excusa suficiente; si realiza actos que evidencian 
la preparación para fugarse o surgen o aparecen los presupuestos 
                                                 
18PEÑA CABRERA FREYRE.Ob. Cit., p. 727 
19 ROSAS YATACO. Ob. Cit. p. 467 
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materiales que sustentan la prisión preventiva. Asimismo 
manifiesta que el Fiscal al efectuar el requerimiento de revocatoria 
de la cesación de la prisión preventiva, en su argumentación o 
motivación, debe indicar de modo lógico, coherente y racional las 
razones de su pretensión, adjuntando de ser posible los 
elementos de convicción que sustentan su pedido”.20 
 
2.8.9. Conocimiento de la Sala 
El artículo 277 del NCPP prescribe que “el juez deberá poner en 
conocimiento de la Sala penal la orden de libertad, su revocatoria 
y la prolongación de la prisión preventiva”.  
Respecto a ello,Alonso Raúl Peña Cabrera Freyreafirma que “el 
control jurídico por parte de las instancias jurisdiccionales 
superiores, requiere un conocimiento efectivo de las incidencias 
más significativas que acontecen en el desarrollo del 
procedimiento”.21 
2.8.10. La incomunicación  
La carta fundamental en su art. 2 inc. 24, literal g) prescribe que: 
“Nadie puede ser incomunicado sino en caso indispensable para 
el esclarecimiento de un delito, y en la forma y por el tiempo 
previstos por la ley. La autoridad está obligada bajo 
responsabilidad a señalar, sin dilación y por escrito, el lugar donde 
se halla la persona detenida”. 
                                                 
20http://www.derechoycambiosocial.com/revista024/prision_preventiva.pdf 
21PEÑA CABRERA FREYRE.Ob. Cit., p. 728 
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Para el jurista Pablo Sánchez Velarde“la incomunicación 
del imputado es una medida accesoria y acumulativa a la medida 
coercitiva de detención y consecuentemente, como lo afirma 
Cesar San Martin Castro, carente de finalidad cautelar pues su 
razón de ser es la detención. La incomunicación obedece a la 
necesidad de evitar la perturbación de la investigación 
preparatoria de un delito grave. Esta medida se debe adoptar en 
los casos absolutamente necesarios y en donde la entrevista o 
comunicación del detenido con otras personas pueda afectar 
dicha investigación. Asimismo considera que la incomunicación 
del imputado con prisión preventiva puede ordenarse por mandato 
judicial siempre que sea indispensable para el debido 
esclarecimiento de un delito grave (ar.280). El juez dictará 
resolución motivada la que no podrá exceder de diez (10) días, no 
impide la libre conferencia entre defensor y el detenido preventivo; 
y será puesta en conocimiento de la Sala Penal respectiva”.22 
2.8.11. La cesación o variación 
Pablo Sánchez Velardeprecisa que “el derecho que tiene el 
imputado de pedir al juez la cesación de la prisión preventiva si 
estima que las causas que motivaron la misma han desaparecido, 
o pedir sustitución por otra medida menos intensa que prevé para 
la comparecencia, si los presupuestos anteriores han disminuido 
(art. 283). Asimismo que la autoridad judicial se pronunciará 
previa realización de una audiencia con la concurrencia del fiscal, 
                                                 
22SANCHEZ VELARDE. Ob. Cit. p. 344 
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el imputado y su defensor; para resolver la cesación, tendrá en 
cuenta la existencia de nuevos elementos de convicción (prueba) 
que demuestren que ya no concurren los motivos que 
determinaron la imposición de la prisión y que hagan necesaria 
una medida de comparecencia. En este sentido, podrá ser 
importante la declaración de nuevos testigos, de coimputados, las 
pericias o nuevas pruebas documentales que lo favorezcan, 
incluso, podrían considerarse la confesión sincera y los casos de 
colaboración eficaz. Para decidir la sustitución de la medida de 
prisión preventiva el Juez tendrá en cuenta, además, las 
características personales del imputado, el tiempo de detención y 
el estado del proceso.”23 
2.8.12. Impugnación  
Pablo Sánchez Velarde explica que en el artículo 278 del NCPP 
“el auto que resuelve la prisión preventiva puede ser impugnado 
dentro del plazo de tres días de notificado, el Juez concederá la 
apelación en un solo efecto; elevará lo actuado dentro de las 
veinticuatro horas, bajo responsabilidad. Se señala que la Sala 
Penal resolverá previa vista de la causa con citación al Fiscal 
Superior y al defensor del imputado, dictando la resolución en la 
audiencia o dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, bajo 
responsabilidad, entendiéndose la realización de una audiencia 
para escuchar la opinión del Fiscal y el defensor del imputado. Si 
la Sala resuelve la nulidad de la resolución de prisión preventiva, 
                                                 
23SANCHEZ VELARDE.Ob. Cit. p. 344 y 345 
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devolverá lo actuado al juzgado de origen o dispondrá que pase a 
otro juez para que emita nueva resolución. 
En el caso de apelación de la resolución que decide el 
requerimiento de prolongación de la detención será vista por la 
Sala Superior dentro de las 72 horas siguientes de recibido el 
expediente, con citación del Fiscal Superior y del defensor del 
imputado, y resuelta el mismo día o dentro de las 48 horas 
siguientes, bajo responsabilidad (art. 278.2)”.24 
2.8.13. Diferencia entre Detención Preliminar y Prisión Preventiva 
Si se compara el artículo 135 del Código Procesal Penal de 1991, 
con el artículo 268 del NCPP (teniendo en cuenta la Ley Nº 30076 
publicada el 19 de agosto de 2013) encontramos similitudes en 
cuanto a la regulación sustantiva, recayendo las mayores 
diferencias en la tramitación de la medida; es decir, las diferencias 
se ubican en el procedimiento y para el escenario de la solicitud, 
debate y disposición de la medida, esto es, la audiencia. 
DIFERENCIA ENTRE DETENCIÓN PREVENTIVA Y PRISIÓN PREVENTIVA 
Detención Preliminar 
(art. 135 del CPP de 1991) 
Prisión Preventiva 
(Art. 268 del NCPP de 2004) 
“El juez podrá dictar mandato de detención 
si, atendiendo a los primeros recaudos 
acompañados por el fiscal provincial, es 
posible determinar: 
1. Que existen suficientes elementos 
probatorios de la comisión de un delito que 
vincule al imputado como autor o partícipe 
del mismo. 
No constituye elemento probatorio suficiente 
la condición de miembro de directorio, 
gerente, socio, accionista, directivo o 
asociado cuando el delito imputado se haya 
cometido en el ejercicio de una actividad 
realizada por una persona jurídica de 
“El Juez, a solicitud del Ministerio Público, 
podrá dictar mandato de prisión preventiva, 
si atendiendo a los primeros recaudos sea 
posible determinar la concurrencia de los 
siguientes presupuestos: 
 
a) Que existen fundados y graves elementos 
de convicción para estimar razonablemente 
la comisión de un delito que vincule al 
imputado como autor o partícipe del mismo. 
 
b) Que la sanción a imponerse sea superior 
a cuatro años de pena privativa de libertad; y 
 
                                                 
24SANCHEZ VELARDE.Ob. Cit. p. 343 
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derecho privado. 
2. Que la sanción a imponerse sea superior 
a los cuatro años de pena privativa de 
libertad. 
3. Que existen suficientes elementos 
probatorios para concluir que el imputado 
intenta eludir la acción de la justicia o 
perturbar la acción probatoria. No constituye 
criterio suficiente para establecer la 
intención de eludir a la justicia la pena 
prevista en la Ley para el delito que se le 
imputa. 
En todo caso, el juez penal podrá revocar de 
oficio o a petición de parte el mandato de 
detención cuando nuevos actos de 
investigación demuestren que no concurren 
los motivos que determinaron su imposición, 
en cuyo caso el juez podrá disponer la 
utilización de la vigilancia electrónica 
personal como mecanismo de control, 
tomando en cuenta lo previsto en el inciso 2 
del artículo 143 del presente Código.” 
 
c) Que el imputado, en razón a sus 
antecedentes y otras circunstancias del caso 
particular, permita colegir razonablemente 
que tratará de eludir la acción de la justicia 
(peligro de fuga) u obstaculizar la 
averiguación de la verdad (peligro de 
obstaculización).” 
 
 
2.9. Peligro de reiteración delictiva 
2.9.1. Definición  
Pablo Sánchez Velarde refiere que “la legislación introduce un 
nuevo objetivo de naturaleza preventiva que radica en la adopción 
de las medidas coercitivas cuando considera la necesidad evitar 
el peligro de reiteración delictiva, lo que exige la evaluación 
judicial para conocer de la posibilidad de la comisión de un nuevo 
delito que involucre al imputado”.25 
La figura jurídica de reiteración delictiva, consiste en evitar que se 
cometa delitos durante el desarrollo del proceso y se impondrá 
con pleno respeto al principio de proporcionalidad, siempre que en 
la medida y exigencia necesaria, existan  suficientes elementos de 
convicción.  
                                                 
25SANCHEZ VELARDE. Ob. Cit. p.329-330. 
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El peligro de reiteración delictiva corresponde a aquellos 
supuestos en que a un mismo sujeto le son imputables múltiples 
realizaciones de uno o varios tipos penales; es decir, tiene lugar 
en caso que el comportamiento de una persona infrinja distintas 
normas de conducta, o varias veces la misma norma, pudiendo 
imputársele cada una de esas infracciones. 
En síntesis, es el peligro potencial que representa el imputado en 
base a sus antecedentes personales, su reincidencia y/o 
habitualidad, el peligro para la sociedad y/o la víctima, la gravedad 
y modalidad de su conducta punible, encontrarse sujeto a alguna 
medida de coerción o de algún beneficio penitenciario, que hacen 
presumir que continuará su actividad delictiva. 
2.9.2. Potencialidad delictiva 
Se puede entender  por potencialidad delictiva a la inclinación de 
un sujeto a delinquir, si esta inclinación se manifiesta en ocasión 
de cometer un delito de denomina Peligrosidad Criminal (Post-
delictiva), y si por el contrario se manifiesta sin comisión de delito 
alguno se denomina Peligrosidad Social (Pre -  delictiva). 
Asimismo se puede considerar también estado peligroso de 
enajenados mentales y personas de desarrollo mental retardado 
si por esta causa no poseen la facultad de comprender el alcance 
de sus acciones, ni de controlar su conducta, siempre que éstas 
resulten una amenaza para la seguridad de las personas o del 
orden social. 
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En la presente investigación se establece que, en la 
medida que los jueces tengan en cuenta al momento de dictar el 
mandato de prisión preventiva la potencialidad delictiva del 
imputado, será conveniente incorporar la figura jurídica del peligro 
de reiteración delictiva, como presupuesto material del artículo 
268 del NCPP, privilegiando la seguridad de la sociedad y de la 
víctima ante un peligro latente que el imputado volverá a cometer 
nuevos delitos. 
 
2.9.3. Función del peligro de reiteración delictiva como presupuesto 
material para dictar el mandato de prisión preventiva 
Reátegui Sánchez James citando a CesarSan Martin Castro 
afirma que “la función que cumple el peligro de reiteración 
delictiva no está destinada a asegurar las consecuencias jurídicas 
del delito a declararse en una sentencia condenatoria, ni entraña 
una experiencia de instrumentalidad al no supeditarse a un 
proceso principal que pretende asegurar, pues lo que busca es la 
evitación de un futuro e hipotético proceso posterior. Sin duda la 
función de este motivo es tuitiva, no cautelar; busca proteger a la 
sociedad y dar una respuesta inmediata a una legitima exigencia 
social de tranquilidad y seguridad”.26 
Si bien el peligro de reiteración delictiva busca proteger a la 
sociedad y dar una respuesta inmediata a una legitima exigencia 
social de tranquilidad y seguridad, ello está acorde con nuestro 
                                                 
26REATEGUI SANCHEZ. Ob. Cit. p. 241 
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Estado Constitucional de Derecho, tal y como lo establece el 
artículo 44 de la carta magna, que son uno de los deberes 
primordiales del Estado proteger a la población de las amenazas 
contra su seguridad. 
Conforme el Art. 32 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos, los derechos de cada persona se encuentran 
limitados por los derechos de los demás, por la seguridad de 
todos y las justas exigencias del bien común; por lo que, la 
aplicación de medidas cautelares aplicadas con carácter 
restrictivo debe tener límites velando por la seguridad jurídica del 
país. 
En virtud de lo establecido en las normas anteriormente 
citadas, el presente trabajo de investigación apunta a que se 
tenga en cuenta el interés general de la sociedad y de la víctima 
al momento de dictar el mandato de prisión preventiva; y para ello, 
será conveniente incorporar la figura jurídica del peligro de 
reiteración delictiva. 
En la actualidad el peligro de reiteración delictiva lo regula 
el artículo 253 inciso 3 del NCPP, dentro de los preceptos 
generales de las medidas de coerción procesal y específicamente 
en el artículo 297 de la citada norma, como uno de los requisitos 
para dictar la suspensión preventiva de derechos, que en la 
práctica no se aplica y/o se tiene en cuenta por los operadores del 
derecho.  
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2.9.4. Informes de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos 
Reátegui Sánchez James  señala que “la CIDH en el informe 2/97 
analiza las razones que deben justificar la prisión preventiva y 
establece criterios que se deben tener en cuenta, dentro de ellos 
el acápite “III” párrafo 32º en el cual se sostiene: Cuando las 
autoridades judiciales evalúan el peligro de reincidencia o 
comisión de nuevos delitos por parte del detenido, deben tener en 
cuenta la gravedad del crimen. Sin embargo, para justificar la 
prisión preventiva, el peligro de reiteración debe ser real y tener 
en cuenta la historia personal y la evaluación profesional de la 
personalidad y el carácter del acusado. Para tal efecto, resulta 
especialmente importante constatar, entre otros elementos, si el 
procesado ha sido anteriormente condenado por ofensas 
similares, tanto en naturaleza como en gravedad”27. 
Asimismo la Comisión Interamericana en su Informe N° 
12/96 (Párrafos 97/98) estableció el criterio siguiente: "La decisión 
de mantener la prisión preventiva del señor Giménez como 
resultado de las condenas previas vulnera claramente (el principio 
de presunción de inocencia), así como el de rehabilitación en el 
derecho penal. Fundar en estas condenas previas a la 
culpabilidad de un individuo o la decisión de retenerlo en prisión 
preventiva es, en esencia, una perpetuación del castigo. Una vez 
que la persona condenada ha cumplido su sentencia o ha 
                                                 
27REATEGUI SANCHEZ. Ob. Cit. p. 243 
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transcurrido el período de condicionalidad, debe restablecerse a 
dicha persona en el goce pleno de todos sus derechos civiles. 
 
2.9.5. Derecho de presunción de inocencia y la presunción 
reiteración delictiva 
Si el Juez precisa que: tiene pruebas para presumir que el 
imputado continuará cometiendo delitos graves si es dejado en 
libertad, debiera poder dictar su prisión preventiva, por cuanto él 
tiene la obligación de llevar a cabo la finalidad constitucional de 
“afianzar la justicia”, evitando que la eventual penalidad que el 
acusado pueda recibir mediante una condena, sea 
desnaturalizada desde el inicio del juicio.  
No se vulnera el principio de presunción inocencia, por 
cuanto existe un Juez de Investigación Preparatoria que presume 
fundadamente la culpabilidad del acusado, pero además, presume 
que reiterará su accionar. Y estas presunciones (siempre con 
sustento probatorio) justifican la limitación de los derechos de los 
sometidos al juicio, al igual que sucede en todas las medidas 
cautelares. Más aún si de esta forma se protege a la sociedad que 
sufra las consecuencias de nuevos hechos ilícitos, si existen 
verdaderas razones para considerar que el imputado seguirá 
delinquiendo.  
Frente a casos donde se evidencia la posibilidad de 
reiteración delictiva es en el grado “altamente probable”, que no 
podemos aferrarnos a posiciones dogmáticas, sino que 
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corresponde analizar los hechos en base a los principios jurídicos, 
de manera tal que el Derecho Penal cumpla la función para la cual 
fue creado. “La vida, la salud o la libertad de las personas no 
pueden estar al servicio de las construcciones académicas, sino 
todo lo contrario”. 
2.10. La peligrosidad procesal en la jurisprudencia internacional 
2.10.1. Cuestión previa 
Según Luciano Martín Donadio Linares en el artículo (publicado el 
2008, Argentina), denominado: “La influencia de la jurisprudencia 
internacional de los derechos humanos en la práctica judicial 
interna: el caso de la prisión preventiva” señala que en el ámbito 
de la CIDH, existen dos informes que formulan especiales 
referencias al instituto de la prisión preventiva, predicando que las 
exigencias contenidas en el Pacto de San José de Costa Rica 
pueden ser expuestas en dos condiciones. La primera es la 
necesidad de justificación de parte de la autoridad judicial que la 
dispone, y la segunda, la razonabilidad de la duración de esta 
medida cautelar extrema.28 
2.10.2. La necesidad de justificación 
2.11.2.1. Presunción que el imputado es responsable de la 
comisión del delito perseguido 
Esta presunción no puede sustentarse en la simple 
sospecha,sino que deben existir elementos que hagan 
verosímil la probabilidad de serconsiderado penalmente 
                                                 
28 http://revistas.javerianacali.edu.co/index.php/criteriojuridico/article/view/307/1126  
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responsable. Esta “presunción no sólo es un 
elementoimportante, sino una condición sine qua non”. 
La CorIDH establece que, para restringir el derecho a la 
libertad personal a través de medidas como la prisión 
preventiva, deben existir indicios suficientes que permitan 
suponer razonablemente que la persona sometida a 
proceso haya participado en el ilícito que se investiga29. 
Agrega que la sospecha tiene que estar fundada en 
hechos específicos y articulados con palabras, esto es, no 
en meras conjeturas o intuiciones abstractas. De allí se 
deduce que el Estado no debe detener para luego 
investigar; por el contrario, sólo está autorizado a privar 
de la libertad a una persona cuando alcance el 
conocimiento suficiente para poder llevarla a juicio30.  
 
2.10.2.2. Peligrosidad que presenta el imputado en el caso 
concreto 
La CorteIDH decidió que “aún verificada la probabilidad 
que el imputado sea penalmente responsable del delito 
que se le atribuye, la privación de libertad del imputado no 
puede residir en fines preventivo-generales o preventivo-
especiales atribuibles a la pena, sino que sólo se puede 
                                                 
29CorIDH, Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Sentencia de 21 de 
noviembre de 2007, párrafo100; Caso Servellón García y otros vs. Honduras. Sentencia de 21 
de septiembre de 2006, párrafo 90. 
30CorIDHCaso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Sentencia de 21 de noviembre 
de 2007, párrafo 103. 
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fundamentar, en un fin legítimo, a saber: asegurar que el 
acusado no impedirá el desarrollo del procedimiento ni 
eludirá la acción de la justicia”31. 
a) La peligrosidad penal o criminal.- La CIDH expresa que 
“las autoridades judiciales están en condiciones de 
evaluar el peligro de reincidencia o comisión de nuevos 
delitos por parte del detenido, para lo cual deberán tener 
en cuenta la gravedad del crimen, sin embargo, para 
justificar la prisión preventiva, el peligro de reiteración 
debe ser real y tener en cuenta la historia personal y la 
evaluación profesional de la personalidad y el carácter del 
acusado”32. 
Asimismo, es menesterseñalar que frente a la 
historia del imputado, los antecedentes como elementos 
de cargo para justificar una restricción de la libertad y las 
condenas por ofensas similares, la CIDH no hace 
referencia ala ponderación de otras causas penales que 
puedan encontrarse en estado deinvestigación sin 
resolución firme, pues en esos casos sigue primando 
elprincipio de inocencia.  
 
 
                                                 
31CorIDHCaso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador. Sentencia de 21 de noviembre 
de 2007, párrafo 103; Caso Servellón García y otros Vs. Honduras. Sentencia de 21 de 
septiembre de 2006, párrafo 111; Caso Suarez Rosero vs. Ecuador. Sentencia de 12 de 
noviembre de 1997, párrafo 77. 
32CIDH, Informe 02/97, párrafo 32. 
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b) La peligrosidad procesal 
La segunda categoría instrumentada por la CIDH es la 
“peligrosidad procesal”, es decir, la probabilidad de que el 
imputado, abusando de sulibertad ambulatoria, frustre el 
proceso en sus diferentes etapas, tanto en lafase de 
instrucción como en la sustanciación del juicio. Para ello, 
se introduceuna serie de indicadores para probar la 
peligrosidad procesal que justifique laprisión preventiva, a 
saber: a) la posibilidad de que el procesado eluda 
laacción de la justicia, b) la complejidad de un caso y c) el 
riesgo legítimo deque los testigos u otros sospechosos 
sean amenazados.  
En igual sentido sepronuncian el Tribunal Penal 
Internacional para la ex Yugoslavia y el Tribunal Penal 
Internacional para Ruanda, expresando que “la razón para 
mantener a una persona en prisión preventiva es que esta 
pueda tratar de fugarse o de interferir con la 
administración de justicia suponiendo un peligro para 
cualquier víctima, testigo u otra persona”33, y que “el juez 
puede ordenar la detención provisional de un sospechoso 
si considera, en primer lugar, que es fiable y coherente el 
cuerpo de pruebas materiales que tiene para demostrar 
que el sospechoso puede haber cometido un delito sobre 
                                                 
33 Tribunal Penal Internacional para la ex Yugoslavia, en adelante TPIY, Prosecutor v. 
RadoslavBrdjanin y MomirTalic, Decisiononthemotionfor provisional release 
oftheaccusedMomirTalic. Case N° IT-99-36-T, de 20 de septiembre de 2002, párrafo 33. 
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el cual el Tribunal tiene jurisdicción, y, en segundo lugar, 
que la detención provisional es una medida necesaria 
para evitar la fuga del sospechoso, cualquier daño o 
intimidación a una víctima o un testigo o la destrucción de 
pruebas, o es necesaria para la realización de la 
investigación”34, respectivamente. 
En el caso de investigaciones complejas, la prisión 
preventiva puede estar justificada por la necesidad de 
diligenciar prueba que requiera la presencia constante del 
imputado y, a su vez, que este demuestre falta de 
cooperación con el instructor penal, o lisa y llanamente la 
obstaculización de la actuación judicial. No obstante, esta 
justificación es perentoria, ya que, una vez han sido 
diligenciadas las pruebas que necesitaban de la presencia 
del encartado, o han sido obtenidas aquellas que podían 
ser ocultadas, destruidas o obstaculizadas por el sujeto 
privado de la libertad, no existe más justificación para 
mantener la cautelar. 
2.10.3. La razonabilidad de la medida cautelar 
La segunda condición exigida por la CIDH se vincula a la 
razonabilidad de la medida con relación al tiempo que permanece 
su aplicación, toda vez que su prolongación aumenta el riesgo 
que se invierta el sentido de la presunción de inocencia, cuando la 
                                                 
34 Tribunal Penal Internacional para Ruanda, en adelante TPIR, Art. 41 bis de las “Rules of 
Procedure and Evidence”, adoptadas el 29 de junio de 1995 y sus modificaciones (Doc. 
ICTR/3.rev.2 of 6 June 1997). 
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detención previa al juicio es de duración no razonable. “La 
presunción de inocencia se torna cada vez más vacía y finalmente 
se convierte en una burla cuando la detención previa al juicio es 
excesivamente prolongada dado que, a pesar de la presunción, se 
está privando de la libertad a una persona todavía inocente”35. 
El examen de la razonabilidad no se sustenta sólo a partir 
de los criterios “pertinentes y suficientes”, sino que concurren 
nuevos indicadores: a) la “diligencia especial” en la instrucción del 
proceso, b) la continuidad de las justificaciones “pertinentes o 
suficientes” para la detención, y c) la existencia de un sentido de 
“proporcionalidad” entre la sentencia probable y el 
encarcelamiento previo36. 
 
3. MARCO CONCEPTUAL  
- MEDIDAS DE COERCION PERSONAL: Es la privación de libertad 
impuesta al imputado para hacerlo intervenir en el proceso, y recibir su 
declaración, cuando se aprecie que no obedecerá la orden de citación o 
intentará entorpecer la investigación. 
- MEDIDAS DE COERCIÓN PROCESAL: Son todas aquellas restricciones 
al ejercicio de los derechos (personales o patrimoniales) del imputado o de 
terceras personas, que son impuestas o adoptadas en el inicio y durante el 
curso del proceso penal tendente a garantizar el logro de sus fines, que 
                                                 
35CIDH, Informe 12/96, párrafo 80. 
36CIDH, Informe 12/96, párrafos 83 y 88. 
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viene a ser la actuación de la ley sustantiva en un caso concreto, así como la 
búsqueda de la verdad sin tropiezos. 
- MEDIDAS DE COERCION REAL: Son actos de autoridad, plasmados a 
través de una resolución jurisdiccional, y regidas por el principio dispositivo, 
mediante los cuales se asegura las consecuencias jurídicas económicas del 
delito y las costas procesales. 
- PELIGRO DE REITERACION DELICTIVA: Consiste en evitar que se 
cometa delitos durante el desarrollo del proceso y se impondrá con pleno 
respeto al principio de proporcionalidad, siempre que en la medida y 
exigencia necesaria, existan  suficientes elementos de convicción. 
Consiste en aque supuesto que un mismo sujeto le son imputables 
realizaciones de uno o varios tipos penales; es decir tiene lugar  en caso 
que el comportamiento  de una persona infrinja normas de conducta o varias 
veces la misma norma. 
- REINCIDENCIA.- Aquel que ha cumplido en parte o todo una condena, 
incurre delito doloso en el lapso que no excede 5 años.  
- HABITUALIDAD.- Agente que comete nuevo delito doloso, 3 hechos 
punibles que se haya perpetrado lapso que no excede 5años, sin beneficio 
penitenciario es decir semilibertad o liberación condicional. 
- PRISION PREVENTIVA: Es una medida coercitiva de carácter personal, 
provisional y excepcional, que dicta el Juez de la Investigación Preparatoria 
en contra de un imputado, en virtud de tal medida se restringe su libertad 
individual ambulatoria, para asegurar los fines del proceso penal. 
- PROCESO PENAL: Es el camino por recorrer entre la violación de la 
norma y la aplicación de la sanción. El proceso penal es el conjunto de actos 
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previos (instrucción y juzgamiento) a la aplicación de una sanción, realizados 
exclusivamente por órganos jurisdiccionales. 
 
4. HIPÓTESIS 
En el presente trabajo de investigación como es natural se propone como 
únicas37 hipótesis38 jurídicas plausibles39, basadas en proposiciones 
fundamentadas teóricamente, pero sin medición ni contratación empírica; es 
decir, sin pretender probar hipótesis, sino solo fundamentadas en conjeturas 
razonables40, lógicas y validas teóricamente, la cual es la siguiente:   
4.1.  Hipótesis general 
En la medida que los jueces tengan en cuenta los antecedentes 
personales, la reincidencia, la habitualidad, la peligrosidad del imputado, 
el interés general de la sociedad y de la víctima, la legislación 
comparada, el artículo 44 de la Const., y el artículo 253 inciso 3 del 
NCPP, luego las implicancias al momento de dictar el mandato de 
prisión preventiva, será conveniente incorporar la figura jurídica del 
peligro de reiteración delictiva, como presupuesto material del artículo 
                                                 
37 Carlos RAMOS NUÑEZ: En cuanto al número de las hipótesis, no hay nada dicho. Cada 
investigación tiene diferentes exigencias. Por eso se equivocan ciertos metodólogos cuando 
pretenden convencer a sus lectores o a sus alumnos que deben usar hipótesis generales y 
particulares. En: RAMOS NUÑEZ, Carlos. Op. cit., pp. 135 - 136. 
38 Carlos RAMOS NUÑEZ, citando a Alejandro CABALLERO: define a las HIPÓTESIS como 
las explicaciones tentativas del fenómeno investigado formuladas a manera de proposiciones. 
Un aspecto importante del hecho a trabajar con hipótesis es que el investigador no sabe si 
serán o no comprobadas. 
39 Lino ARANZAMENDI NINACONDOR: En este enfoque las hipótesis, más que probar, 
sirven para incrementar el contexto particular. En la metodología cualitativa tampoco se formula 
una hipótesis que se va verificar, ya que está abierto a todas las hipótesis plausibles y se 
espera que la mejor emerja del estudio de los datos y se imponga su fuerza convincente. 
ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica., p. 147. 
40 RAMOS SUYO, Juan H. Elabore su tesis en derecho pre y postgrado. Lima, Editorial San 
Marcos, 2004, p. 185. 
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268 del NCPP, respetándose los principios de necesidad, 
excepcionalidad y proporcionalidad que la conforman. 
 
4.2.  Variables e indicadores 
Variable independiente 
Dictar el mandato de prisión preventiva 
Variable dependiente 
Figura  jurídica del peligro de reiteración delictiva 
2.3. Operacionalización de variables 
VARIABLES INDICADORES CRITERIOS DE 
VALORACION 
Instrumento  
 
 
 
 
 
 
1. DICTAR EL 
MANDATO DE 
PRISION 
PREVENTIVA 
- Problemática  a la hora de 
dictar un mandato de prisión 
preventiva. 
- Presupuestos regulados en 
el artículo 268 del NCPP 
- Reiteración delictiva puede 
ser un presupuesto  para 
dictar la prisión preventiva 
- Causales de prisión 
preventiva previstas en la 
legislación comparada 
- Modificatoria del Código 
Procesal Penal 
 
- Motivación de las 
resoluciones judiciales 
- Anticipo de pena 
- Si  
- No 
 
 
 
Guía de 
entrevista y 
cuestionario 
 
 
2 FIGURA  
JURÍDICA DEL 
PELIGRO DE 
REITERACIÓN 
DELICTIVA 
 
- Plazo otorgado de prisión 
preventiva para el imputado 
- Audiencias de prisión 
preventiva por tipo de delito 
- El peligro procesal 
sustentado en audiencia 
- Circunstancias de análisis 
del peligro procesal  
- Peligro de reiteración 
delictiva sustentado en 
audiencia 
 
Meses 
 
Tipo de delito 
 
Modalidad. 
 
Circunstancias  
 
Tipo de delito  
 
 
Ficha de registro  
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CAPÍTULO III 
METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN  
 
1. PROCEDIMIENTO METODOLÓGICO DE LA INVESTIGACIÓN 
1.1. Diseño de la investigación 
El diseño de la presente investigación es mixta (cualitativa41 y 
cuantitativa). En razón a que no se trata de antagonizar [al diseño 
cualitativo y cuantitativo], pues no son excluyentes, más bien, deben ser 
utilizados convenientemente; regularmente se mutan, dando lugar al 
diseño mixto42. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
41  Cualitativa no experimental.  En razón a que es esencialmente argumentativa, “lo más 
que hacemos, es observar los hechos o fenómenos tal como se expresan en su contexto 
natural y mediante un proceso cognitivo la interpretamos jurídica, social, axiológica o 
políticamente, proponiendo posibles soluciones a base de argumentos [razonables]. 
42 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial Grijley, 
2011, p. 95. 
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1.2. Método de investigación jurídica 
Se ha ejecuto el método científico, inductivo43 deductivo, [abductivo], 
histórico y dialectico como métodos generales y como métodos 
específicos de investigación a los siguientes: 
1.2.1. Método de la argumentación jurídica 
“La argumentación como método permite suplir la falta de pruebas 
cuantitativas y la verificación experimental respecto de la 
veracidad o falsedad de una información producto de la 
investigación científica”44. Su rol de conocimiento al servicio de la 
actividad cognoscitiva, consiste en hacer uso de razonamientos y 
construcciones lógicas, al racionalizar la experiencia y no 
limitándose simplemente a describirla y cuantificarla.  
Básicamente la función práctica o técnica de la 
argumentación, dado que facilita una orientación útil en las tareas 
de producir, interpretar y aplicar el derecho. Función 
metodológica, denota amplitud como enfoque epistemológico para 
la construcción, interpretación y aplicación del derecho. 
1.2.2. Método dogmático45 o dogmatico 
La investigación jurídica se desarrolla generalmente sobre el 
derecho positivo y lo conceptualmente construido, esto es, el 
                                                 
43 Carlos SANDOVAL CASILIMAS, parafraseando a TAYLOR y BOGDAN: La investigación 
cualitativa es inductiva, pues su ruta metodológica se relaciona más con el descubrimiento y el 
hallazgo, que con la comprobación o la verificación. 
44 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Op. cit., p. 186. 
45 MONROY GALVEZ citado por Lino ARANZAMENDI: una de las características más 
saltantes de la concepción dogmática, está dada  por ese aislamiento  del derecho de 
contenido social y axiológico. 
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derecho. “Según este método, el derecho debe ser interpretado 
en función de los conceptos que forman redes teóricas en el 
sistema que lo integra y en razón a que no se hallan 
desconectadas entre sí, sino forman parte de un sistema 
normativo cerrado, unitario y autosuficiente…”46.  
1.2.3. Método sociológico funcional 
El método funcional47 en el derecho, parte de la constatación de 
que el sistema está repleto de conceptos que no pueden ser 
definidos en términos de experiencia y verificación, pero de los 
que fluyen decisiones empíricas de todo tipo. En materia jurídica, 
el método funcional, es pues, eminentemente inductivo: sus dos 
columnas son la casuística y la jurisprudencia48. 
1.2.4. Método del análisis económico del derecho 
“… como método49 es de predecir las conductas de los seres 
humanos, maximizando beneficios y minimizando costos. Sugiere 
la construcción de un derecho que si menospreciar los aspectos 
axiológicos, sea un derecho eficaz y eficiente; es decir, evite el 
uso dilapidador de los recursos estatales y particulares”50. 
 
                                                 
46 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Op. cit., p. 168-169. 
47 Carlos Ramos Núñez citando a Rudolph Von Ihering: La diferencia de este método con el 
método dogmático radica en que los dogmáticos solo se basan en la arquitectura teórica; es 
decir, en saber a dónde van y describir la teoría, mientras el funcional se preocupa en explicar 
su funcionamiento. 
48 RAMOS NÚÑEZ, Carlos. Op. cit., p. 97-98. 
49 Alfredo BULLAR GONZALES citado por Lino ARANZAMENDI NINACONDOR sostiene el 
AED es una metodología de análisis que (…) lo único que persigue es aplicar los métodos de la 
ciencia económica al derecho (…) lo que busca es establecer los costos y beneficios de 
determinados conductas y como el derecho está plagado de conductas –en sí mismo es una 
técnica de regular conductas- el AED puede ser aplicado para determinar los costos y 
beneficios de estas conductas. EN: Lino, ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino.Op. cit., p. 164. 
50 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. La investigación jurídica. Lima, Editorial Grijley, 
2011, p. 174. 
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1.2.5. Método Interpretativo 
Siendo un trabajo de investigación jurídica en donde se han 
plasmado normas, leyes, acuerdos plenarios ha sido necesaria la 
utilización del método de interpretación teleológica, en la medida 
que se ha logrado interpretar la finalidad del artículo 253 inciso 3 
del NCPP, respecto a la institución jurídica del peligro de 
reiteración delictiva de la presente investigación. Por lo que 
mediante este método hemos podido analizar los diferentes 
dispositivos legales. 
1.2.7. Método comparativo 
Este método nos ha permitido realizar un análisis comparativo 
tanto de la doctrina, jurisprudencia y dispositivos normativos, 
nacionales y extranjeras, que versan sobre el tema de 
investigación, dando la posibilidad de establecer que hay distintas 
posiciones respecto a la aplicación del peligro de reiteración 
delictiva. 
 
1.3. Población y muestra 
El muestreo cualitativo, no tiene la rigurosidad de un muestreo de tipo 
estadístico que utiliza la investigación cuantitativa, sino le permite al 
investigador escoger los proyectos de muestra que puedan producir el 
mayor rendimiento teórico; es decir, en el derecho no siempre se 
trabajan con muestras por su propia esencia, sino “recurrimos 
56 
 
 
 
generalmente: a la doctrina jurídica, jurisprudencia, información 
legislativa a los acontecimientos extraídos de la realidad social”51.  
a) Población.- La población ha estado compuesta por las sentencias 
emitidas por los Juzgados Penalesde la Corte superior de Justicia 
Puno y casos presentados hasta el año 2014. 
b) Muestra.- Para determinar la muestra se ejecutaron la prueba de 
proporciones, quedando confirmada la muestra. 
 
 
1.4. Técnicas de instrumentos de investigación 
Por técnicas se entiende los medios52 o instrumentos empleados y 
diseñados por el investigador para recoger la información deseada. 
                                                 
51 Ibídem., p. 103. 
52 Jorge WITKER sostiene: La utilización necesaria de algunos métodos y sus diversas 
modalidades, destacando que en el proceso cognoscitivo es posible obtener saberes o 
TÉCNICAS UNIDADES DE ANÁLISIS ∑ POBLACIÓN MUESTRA 
 
 
ENTREVISTAS 
Jueces Penales de Investigación 
Preparatoria del DJ Puno. 
8 
 
30 
 
28 
Jueces Penales unipersonales del  
DJ Puno. 
4 
Jueces Penales Superiores del  DJ 
Puno. 
3 
Fiscales Penales Adjuntos y 
Provinciales del  DJ Puno. 
10 
Fiscales Penales Adjuntos y 
Superiores  del  DJ Puno. 
5 
Docentes Universitarios 5 
10 6 
Abogados de la Defensoría Pública 5 
RECOPILACION 
DOCUMENTAL 
AUDIENCIAS DE PRISIÓN 
PREVENTIVA (audios) 
20 20 18 
TOTAL DE UNIDAD DE ANÁLISIS 60 52 
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Los diversos procedimientos metodológicos, estrategias y análisis 
documentales para acopiar, procesar información necesaria.Se recurrirá 
a la observación, encuesta, recopilación documental, análisis de registro 
documental, técnicas para el procesamiento y análisis de datos. 
 INSTRUMENTOS: Ficha textual. Bibliográfica y de resumen, 
matriz para el cotejo de expediente, cédula o formato de encuesta o 
cuestionario y uso de fichas bibliográficas de recolección de datos; trabajo 
de laboratorio (bibliotecas privadas y públicas). 
1.5. Fuentes de investigación 
En razón a que las  fuentes son hechos o documentos a los que acude 
el investigador para obtener la información. 
Se recurrirá a las: 
1.5.1. Fuentes primarias 
Son aquellas que presentan directamente el hecho o el fenómeno 
en su mismo origen. Es la información adquirida de primera mano, 
por experiencia propia o que lo obtenido no fue utilizada 
suficientemente en otras investigaciones: para llevar adelante se 
ha procedido a recolectar o acopiar material doctrinario y 
jurisprudencial respecto del tema. 
 
1.5.2. Fuentes secundarias 
Constituye la literatura selectiva y relevante. Para que la presente 
investigación tenga una solidez teórica y conceptual 
fundamentada es que se ha recurrido a la información escrita y 
                                                                                                                                               
conocimientos empíricos, científicos, filosóficos, históricos, etc, en los cuales las reglas del 
pensar del investigador juegan un papel estratégico. En: WITKER, Jorge. Op. cit., p. 1. 
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que se encuentra recopilada y transcrita en referencias 
documentales (libros, publicaciones, ensayos, periódicos, 
congresos seminarios y testimonios de expertos). 
Para recoger esta información se utilizaran las fichas 
bibliográficas, hemerográficas, experiencia y resúmenes. Las que 
se elaboraran conforme a los criterios metodológicos existentes.  
1.6. Tipología de la investigación 
El nivel de profundidad, con el que se pretende abordar el problema de 
investigación, ha conllevado a determinar que el estudio es de tipo 
Jurídico-explicativo: “En este tipo de investigación, una vez 
determinado el punto de partida de un problema jurídico, la explicación 
se realizan por medio de la inferencia. La explicación se sustenta en la 
capacidad argumentativa del investigador; además se pretende 
establecer las causas de los eventos, sucesos o fenómenos jurídicos 
que se estudian”53; pues con las evidencias se obtendrán identificar 
causas y consecuencias del problema investigado; y.Tipo Jurídico-
descriptivos: “La investigación consiste en describir las partes o los 
rasgos de fenómenos facticos o formales. Lo formal trata 
esencialmente de entes ideales, su método es regularmente la lógica 
deductiva  y sus enunciados analíticos. La información obtenida es un 
estudio descriptivo, explica el problema y supone mucho conocimiento 
a priori acerca del caso tratado”54. 
                                                 
53 ARANZAMENDI NINACONDOR, Lino. Guía metodológica de la investigación jurídica del 
proyecto de tesis. Arequipa, Editorial Adrus, 2009, p. 86. 
54 Ibídem., p. 163. 
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Por su finalidad; la medida que esta investigación establece los 
alcances que hacen conveniente la incorporación de la figura jurídica 
del peligro de reiteración delictiva, a tenor del Artículo 253 Inc. 3 del 
NCPP, los resultados de esta investigación permiten una aplicación 
inmediata; en consecuencia esta investigación por su finalidad es 
APLICADA. 
Según el alcance temporal es longitudinal o diacrónica porque el 
estudio se realizó en el periodo comprendido entre los meses de enero 
a diciembre del 2014. 
Según el criterio de la naturaleza de la investigación, es una 
investigación  de tipo dogmática, descriptiva, toda vez que describimos 
de qué manera  la doctrina, la legislación y la jurisprudencia contempla  
la figura  jurídica del peligro de reiteración delictiva. 
 
2. TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN 
Luego de haber realizado el trabajo de laboratorio y concluido con el análisis 
documental de observación, se ha procedido a seleccionar la información 
deseada. 
2.1. Utilización el procesador computarizado 
La información clasificada y almacenada en la matriz de recolección de 
datos, ha sido trasladada a un procesador computarizado, en el que 
previamente ha implementado con el programa informático, tales como 
Microsoft office 2010. 
 Uso de cuadros estadísticos de distribución de frecuencias, para 
agrupar datos que se obtuvieron.  
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 Luego de realizado el trabajo de campo y concluido la aplicación de los 
instrumentos, se seleccionaron la respuesta de acuerdo a los objetivos 
y variables formuladas. 
 Se utilizaron la Matriz Tripartita de Datos, en estos instrumentos se 
almacenaron provisionalmente la información obtenida y que 
previamente ha sido seleccionada o representada por el investigador, y 
la información clasificada y almacenada en la Matriz de datos, se ha 
trasladado  a un  procesador de sistema computarizado, el mismo que 
nos permitió  utilizar las técnicas estadística apropiadas, teniendo en 
cuenta el Diseño formulado. 
 Gráficos como: Histogramas, polígonos de frecuencias; barras simples. 
 
Finamente se procedió a la redacción del trabajo de investigación 
tesis. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
61 
 
 
 
 
 
 
 
CAPÍTULO IV 
RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
1. DE LAS RESOLUCIONES JUDICIALES SOBRE PRISIÓN PREVENTIVA 
EN LA CORTE SUPERIOR DE JUSTICIA DE PUNO. 
 
CUADRO Nº 1 
 
TÍTULO: Plazo Otorgado De Prisión Preventiva Para El Imputado. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
RANGO DE MESES fi % 
6-7 4 22,2 
8-9 14 77,8 
TOTAL 18 100,0 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de los cuadernos de prisión 
preventiva ubicados en los anaqueles de la Corte Superior 
de Justicia de Puno en el mes agosto de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
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GRÁFICO 1 
 
 
 
DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del cuadro N° 01 se puede observar que de un total de 
18 resoluciones judiciales sobre requerimiento de prisión preventiva en los 
diferentes Juzgados de Investigación Preparatoria, un22,2% (04) que han 
sido declaradas fundadas, el plazo otorgado ha sido entre 6 y 7 meses, 
mientras que un 77,8% (14) que también fueron declaradas fundadas el 
plazo otorgado ha sido entre 8 y 9 meses. 
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CUADRO Nº 2 
 
TÍTULO: Audiencias de prisión preventiva por tipo de delito. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
TIPO DE DELITO fi % 
Robo agravado 10 55,6 
Tráfico ilícito de 
drogas 
6 33,3 
Tenencia Ilegal de 
armas fuego 
2 11,1 
TOTAL 18 100,0 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de los cuadernos de prisión 
preventiva ubicados en los anaqueles de la Corte Superior 
de Justicia de Puno en el mes agosto de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
GRÁFICO Nº 2 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del 100% (18) audiencias de prisión preventiva que 
fueron declaradas fundadas, 10 audiencias fueron por robo agravado, que 
equivale al 55,6%; 6 audiencias por tráfico ilícito de drogas, que equivale a 
33,3%; y 8 audiencias por tenencia ilegal de armas de fuego, que equivale al 
11,1% de las audiencias (véase cuadro N° 2). 
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CUADRO Nº 3 
TÍTULO: El peligro procesal sustentado en audiencia. 
 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
MODALIDAD fi % 
Solo peligro fuga 12 66,7 
Solo peligro de 
obstaculización 
2 11,1 
Ambos 4 22,2 
TOTAL 18 100 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de los cuadernos de prisión 
preventiva ubicados en los anaqueles de la Corte Superior 
de Justicia de Puno en el mes agosto de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
GRÁFICO Nº 03 
 
 
DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
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INTERPRETACIÓN: El requerimiento fiscal y la valoración del juez 
comprendió la fundamentación concurrente de los 3 presupuestos exigidos 
por el artículo 268 del NCPP, es decir, la vinculación del imputado con el 
hecho típico, la pena a imponerse sería superior a los 4 años, y el peligro 
procesal; no obstante,debemos tener en cuenta que en la legislación 
peruana, la sustentación del peligro de fuga es alternativa a la del peligro de 
obstaculización; es decir, no se requiere fundamentar ambos. Por lo que del 
cuadro Nº 17 se evidencia que, en 12 audiencias los fiscales invocaron el 
peligro de fuga, que equivale al 66,7%; en 02 casos se sustentó el peligro de 
obstaculización, que equivale al 11,1%; y en 04 audiencias de prisión 
preventiva se sustentó ambas instituciones jurídicas, que equivale al 22,2%. 
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CUADRO Nº 4 
 
TÍTULO: Circunstancias de análisis del peligro procesal. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
CIRCUNSTANCIAS  fi % 
Antecedentes 
personales 
16 32 
Arraigo del imputado 14 28 
Gravedad de la pena 8 16 
Peligro para victima 6 12 
Reiteración delictiva 4 8 
Peligro para la 
sociedad 
2 4 
TOTAL 50 100 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de los cuadernos de prisión 
preventiva ubicados en los anaqueles de la Corte Superior 
de Justicia de Puno en el mes agosto de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
GRÁFICO Nº 04: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Al hacer un análisis de las circunstancias del peligro 
procesal consagradas en el artículo 269 y 270 del NCPP, y que fueron 
sustentadas y valoradas por los magistrados en las 18 audiencias de prisión 
preventiva, se aprecia que 32% (16) han tenido en cuenta los antecedentes 
personales del imputado, 28% (14) se valoró lo que es el arraigo del 
imputado, comprendiendo el arraigo domiciliario y laboral, 16% (08)  de 
audiencias se consideró como fundamento  la gravedad de la pena, 12% 
(06) de audiencias se evaluó el hecho que el imputado sea un peligro para la 
víctima, 8% (04) de audiencias se sustentó en el peligro de reiteración 
delictiva por parte del imputado, y finalmente 4% (02) de audiencias se 
evaluó el hecho que el imputado sea un peligro para la sociedad. (Véase 
cuadro N° 4). 
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CUADRO Nº 5 
TÍTULO: Peligro de reiteración delictiva sustentado en audiencia. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
TIPO DE DELITO fi % 
Robo agravado 2 50 
Tráfico ilícito de 
drogas 
1 25 
Tenencia Ilegal de 
armas fuego 
1 25 
TOTAL 4 100% 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de los cuadernos de prisión 
preventiva ubicados en los anaqueles de la Corte Superior 
de Justicia de Puno en el mes agosto de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
GRÁFICO Nº 05: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del 100% (4) audiencias de prisión preventiva que 
fueron declaradas fundadas y se tuvo en cuenta el peligro de reiteración 
delictiva, 2 audiencias fueron por robo agravado, que equivale al 50%; 1 
audiencia por tráfico ilícito de drogas, que equivale a 25%; y 1 audiencia por 
tenencia ilegal de armas de fuego, que también equivale al 25% de las 
audiencias (véase cuadro N° 5). 
Para el investigador el criterio más importante es el comportamiento del 
imputado durante el procedimiento u otro anterior, el cual es un criterio 
genuinamente procesal; porque lo que se protege a través de las medidas 
de coerción personal es asegurar el desarrollo del resultado del proceso 
penal, es decir, como se comporta el imputado durante el proceso es el 
criterio más idóneo para determinar si existe o no existe el peligro de fuga.  
Por lo que la interpretación debe darse en el sentido de averiguar e 
investigar cual fue la conducta procesal del imputado en otro proceso, como 
es un imputado frente al proceso, independientemente de si fue condenado 
o no, marcando distancia de las instituciones jurídicas de reincidencia, 
habitualidad y el peligro de reiteración delictiva; sin embargo, como ya se 
analizó el 32% de audiencias de prisión preventiva se han tenido en cuenta 
los antecedentes personales del imputado, basándose principalmente en 
saber si el imputado cometió anteriormente algún delito, se es reincidente u 
habitual, si fue condenado anteriormente, si está cumpliendo reglas de 
conducta, si existe investigaciones en trámite, mas no se evaluó como fue su 
comportamiento del imputadoen dichos procesos. 
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El arraigo del imputado tiene que ver con la vinculación del imputado con 
personas o cosas del ámbito de la jurisdicción, es decir se tiene que 
identificar con los medios de prueba que efectivamente una persona tienen 
relación con el lugar donde se está juzgando o investigando en un caso 
determinado, como puede ser el hecho que el fiscal en su labor de 
investigación realice visitas al domicilio del imputado para ver si existe la 
condición de arraigo. Por otro lado, debe dejarse de lado la sustentación de 
la consignación de la dirección en el DNI para evaluar el arraigo domiciliario 
del imputado, toda vez que, de los casos analizados el fiscal sustentó que el 
hecho de consignar una dirección en el DNI distinta a la que en realidad 
ocupa el imputado, es una condición para dudar respecto de la presencia de 
un arraigo, de ser el caso, las personas  tendrían que ser detenidos desde el 
primer día que lo imputen por algún delito porque sucede en la realidad que 
los domicilios muchas veces es distinto al consignado en el DNI. 
Cabe precisar que sin bien el peligro de reiteración delictiva, el peligro 
para la sociedad y para la víctima no se encuentran regulados dentro de 
nuestro ordenamiento procesal, los magistrados han tenido en cuenta al 
momento de dictar el mandato de prisión preventiva, haciendo un porcentaje 
total de 24% (12) casos, evidenciando una tendencia por parte de los 
magistrados a evaluar estas circunstancias al momento de requerir y decidir 
esta medida de coerción. 
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2. RESULTADO DE LAS ENTREVISTAS: JUECES Y FISCALES 
CUADRO N° 6 
 
TÍTULO:¿Considera usted que existe una problemática a la hora de dictar un 
mandato de prisión preventiva teniendo en cuenta el peligro de reiteración 
delictiva? 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
¿EXISTE PROBLEMÁTICA A LA HORA DE DICTAR UN MANDATO DE 
PRISIÓN PREVENTIVA TENIENDO EN CUENTA EL PELIGRO DE 
REITERACIÓN DELICTIVA? 
Alternativas  fi % 
SI 20 71  
NO 08 29  
TOTAL  28 100  
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
jueces y fiscales en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
GRÁFICO N° 06: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del cuadro N° 06 se puede observar que de un total de 
28 entrevistados entre los cuales figuran jueces penales de investigación 
preparatoria, unipersonales y superiores, y fiscales penales adjuntos, 
provinciales y superiores, un 71% (20) opinaron queexisteproblemática a la 
hora de dictar un mandato de prisión preventiva teniendo en cuenta el 
peligro de reiteración delictiva, pese a no estar desarrollados en el Código 
Procesal Penal como un  presupuestos para su procedencia, mientras que 
un 29% (08) opinaron queno existe problemática a la hora de dictar un 
mandato de prisión preventiva. 
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CUADRO N° 7 
 
TÍTULO: Razones de porque si existe problemática a la hora de dictar un 
mandato de prisión preventiva. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
RAZONES fi % ∑ % 
Está regulada en el Art. 253° inciso 3 
del Código Procesal Penal 
El juez tiene en cuenta los 
antecedentes personales del imputado 
08 
 
12 
40% 
 
60% 
20 100% 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
jueces y fiscales en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
 
GRÁFICO N° 07: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del 100%de los entrevistados que dieron una 
respuesta positiva, el 40% opinaron que existeproblemática al dictar una 
prisión preventiva teniendo en cuenta el peligro de reiteración delictiva, 
porque está regulada en el Art. 253° inciso 3 del Código Procesal Penal, 
mientras que el 60% señalaron que el juez tiene en cuenta los antecedentes 
personales del imputado (véase cuadro N° 7). 
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CUADRO N° 8 
TÍTULO: Razones de porque no existe problemática a la hora de dictar un 
mandato de prisión preventiva. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
RAZONES fi % ∑ % 
No está regulado como presupuesto 
de la prisión preventiva 
La finalidad es asegurar la presencia 
del investigado en el juicio 
 
06 
 
02 
75% 
 
25% 
08 100% 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
jueces y fiscales en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
 
GRÁFICO N° 08: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Asimismo, del 100%de los entrevistados que dieron 
una respuesta negativa, el 75% señalaron que no existeproblemática al 
dictar una prisión preventiva teniendo en cuenta el peligro de reiteración 
delictiva, porque no está regulado como un presupuesto material de la 
prisión preventiva, mientras que el 25% consideraron que la finalidad de la 
prisión preventiva es asegurar la presencia del imputado en el juicio. 
Por todo ello, mi posición frente a la interrogante formulada coincide 
plenamente con la mayoría de los entrevistados que existeproblemática al 
dictar una prisión preventiva teniendo en cuenta el peligro de reiteración 
delictiva, toda vez que no está desarrollado como un presupuesto para su 
otorgamiento, debido a que está regulada en el artículo 253 inciso 3 del 
NCPP, y que los magistrados tienen en cuenta de manera directa e indirecta 
la peligrosidad del imputado, no siendo uno de los  presupuestos materiales 
para dicha medida; por lo que se considera la conveniente incorporación de 
la figura jurídica de peligro de reiteración delictiva como un presupuesto para 
dictarla o mantenerla, y ante ello la peligrosidad del imputado no es 
indiferente para el derecho procesal penal. 
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CUADRO N° 9 
TÍTULO: ¿Considera que los presupuestos regulados en el artículo 268 del 
NCPP son suficientes para valorar  el mandato de prisión preventiva? 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
Alternativas  ENTREVISTADOS % 
SI 12 43  
NO 16 57  
TOTAL  28 100  
 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
jueces y fiscales en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
 
 
GRÁFICO N° 09 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del cuadro N° 09 se puede observar que de un total de 
28 entrevistados entre los cuales figuran jueces penales de investigación 
preparatoria, unipersonales y superiores, y fiscales penales adjuntos, 
provinciales y superiores, un 43% (12) opinaron quelos presupuestos 
regulados en el artículo 268 del NCPP son suficientes para valorar  el 
mandato de prisión preventiva; mientras que un 57% (16) opinaron quelos 
presupuestos regulados en el artículo 268 del NCPP no son suficientes para 
valorar  el mandato de prisión preventiva. 
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CUADRO N° 10: 
 
TÍTULO: ¿Considera que el peligro de reiteración delictiva puede ser un 
presupuesto para dictar la prisión preventiva?        
 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
Alternativas  ENTREVISTADOS PORCENTAJE 
 
SI 
 
15 
 
54 
 
NO 
 
13 
 
46  
 
TOTAL  
 
28 
 
100 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
jueces y fiscales en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
 
GRÁFICO N° 10: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Por lo que, de un total de 28 entrevistados, un 54% 
(15) señalaron quela figura jurídica del peligro de reiteración delictiva puede 
ser un presupuesto para dictar la prisión preventiva; en tanto que un 46% 
(13) opinaron quepeligro de reiteración delictiva no puede ser un 
presupuesto para dictar la prisión preventiva. (Véase el cuadro Nº 10) 
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CUADRO N° 11 
 
TÍTULO: De las causales de prisión preventiva previstas en la legislación 
comparada, cuáles considera que debería incorporarse a nuestra legislación. 
 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
 
PRESUPUESTOS 
 
ENT. 
 
% 
 
∑ 
 
% 
Peligro para la seguridad de la sociedad 
o de la victima 
El imputado continuará la actividad 
delictiva 
Reincidente en la comisión de un hecho 
delictivo 
 
12 
 
9 
 
7 
43% 
 
32% 
 
25% 
 
 
 
 
28 
 
 
 
100% 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
jueces y fiscales en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
 
GRÁFICO N° 11: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Analizando la legislación comparada se puede 
determinar algunas causales para el otorgamiento de prisión preventiva, que 
no se encuentran reguladas en nuestra legislación. En tal sentido, de un total 
de 28 entrevistados, un 43% (12) señalaron queel peligro para la seguridad 
de la sociedad o de la víctima debería incorporarse a nuestra legislación 
como un presupuesto para dictar el mandato de prisión preventiva; un 32% 
(09) opinaron queel supuesto que el imputado continuará la actividad 
delictiva debería incorporarse a nuestra legislación como un presupuesto 
para dictar la medida de coerción personal de prisión preventiva; mientras 
que un 25% (07) opinaron queel reincidente en la comisión de un hecho 
delictivo puede ser un presupuesto para dictar la prisión preventiva. (Véase 
el cuadro Nº 11) 
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CUADRO N° 12 
 
TÍTULO: ¿Considera que habrá sido conveniente la modificatoria del código 
procesal penal,  en el cual se suprime el segundo párrafo del artículo 268 del 
NCPP y se incluye como una causal del peligro de fuga?        
 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
Alternativas  ENTREVISTADOS % 
SI 25 89  
NO 3 11  
TOTAL  28 100  
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
jueces y fiscales en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
 
GRÁFICO N° 12: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Asimismo, del cuadro Nº 12 se aprecia que del 
100%de los entrevistados, el 89% (25) señalaron que ha sido conveniente 
la modificatoria del código procesal penal,  en el cual se suprime el segundo 
párrafo del artículo 268 del NCPP y se incluye como una causal del peligro 
de fuga; mientras que el 11% (03) consideraron que no ha sido conveniente 
la modificatoria del segundo párrafo del artículo 268 del NCPP. 
Cabe señalar que en agosto del presente año se promulgaron las Leyes N° 
30076 y 30077 que, a pesar de tener distintos fundamentos55, reflejan en 
conjunto una clara apuesta por una mayor represión o endurecimiento del 
sistema penal como respuesta al fenómeno criminal. A su vez, la severidad 
que se ha buscado imponer a través de dichas leyes, también nos permite 
apreciar el altísimo grado de confianza que el legislador deposita en la pena 
así como su falta de interés por la realización de políticas que se 
fundamenten en ideas distintas a la sola inocuización de delincuentes 
peligrosos. 
 Esto genera de cierta exasperación por parte del legislador penal 
al momento de escoger la estrategia que se estima adecuada para hacer 
frente a la comisión de ilícitos graves, lo que, ciertamente, es una nota 
distintiva de las últimas modificaciones legislativas. Sin embargo, ello no 
ocurre únicamente en nuestro país, por el contrario, es una práctica común 
                                                 
55 La Ley N° 30076 tendría por fin, de acuerdo a su título, “combatir” la inseguridad 
ciudadana; mientras que, la Ley N° 30077 buscaría la represión de la criminalidad organizada a 
través de la fijación de reglas y procedimientos para la investigación, juzgamiento y sanción de 
los delitos cometidos bajo tal modus operandi.   
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que frente al terrorismo, la delincuencia organizada y, en general, ante toda 
comisión de un delito grave, se recurra a medidas de “emergencia”, como en 
el caso nuestro que planteamos la aplicación de la figura jurídica de peligro 
de reiteración delictiva. 
  Conviene  señalar la influencia que se ha tenido en la concepción 
mundial sobre lo que es la criminalidad organizada en Estados Unidos, como 
expresión de los tráficos ilícitos, principalmente el de las drogas. Esta se 
impuso en la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia 
Organizada Transnacional del año 2000 que, en su artículo segundo, definió 
a la criminalidad organizada como un grupo estructurado de tres o más 
personas, que existe durante cierto tiempo y actúa concertadamente con el 
propósito de cometer uno o más delitos graves con miras a obtener, directa 
o indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de orden material. 
Sin embargo, no debería sorprender que los modelos de política 
propiamente penal contra tal fenómeno criminal se debatan constantemente 
entre la adopción de un “Derecho penal del enemigo” o uno garantista. La 
preferencia por esto último, sin embargo, no debe generar la idea de un 
“Derecho penal débil” contra semejante tipo de criminalidad, sino que, como 
indica Zúñiga Rodríguez, bajo el prisma del principio de proporcionalidad, los 
casos de criminalidad organizada grave merecen una respuesta contundente 
por parte del Estado.56 
 Todos aquellos elementos, es decir, la percepción de inseguridad, 
la victimización y el nivel de confianza de la ciudadanía en las instituciones 
                                                 
56 ZÚÑIGA RODRÍGUEZ, Laura. “Criminalidad organizada y Derecho penal, dos conceptos 
de difícil conjunción”. En: AA. VV. Cuestiones actuales de Derecho penal. Crisis y desafíos, 
Lima (Ara Editores), 2008, p. 289.  
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encargadas de la seguridad, son los indicadores más relevantes para 
realizar un análisis sobre los niveles de inseguridad ciudadana. Por eso no 
extraña que, en nuestra realidad, una vez advertido que en los últimos años 
se ha elevado la comisión de eventos delictivos pertenecientes a la 
criminalidad tradicional57, se erija a la inseguridad ciudadana como uno de 
los principales problemas de nuestra sociedad y que, a modo de mensaje a 
la población, el Gobierno declare su inmediata solución como uno de sus 
principales objetivos.58 
 Cabe precisar que la Ley N° 30077 regula una concepción amplia 
de organización criminal: “(…) cualquier agrupación de tres o más personas 
que se reparten diversas tareas o funciones, cualquiera sea su estructura y 
ámbito de acción, que, con carácter estable o tiempo indefinido, se crea, 
existe o funciona (…) con la finalidad de cometer uno o más delitos graves 
(…)”. En donde, la intervención de sus integrantes, personas vinculadas a 
ella o que actúan por encargo de la misma puede ser temporal e, incluso, 
ocasional o aislada59 
                                                 
57 Puede apuntarse, a modo de ejemplo, que en el caso de los delitos contra el patrimonio 
(robos, estafas, fraudes, entre otros), la incidencia pasó de 60, 165 en el año 2010 a 70, 021 en 
el 2011; mientras que, con relación a los delitos contra la libertad sexual, éstos se 
incrementaron de 2,642 violaciones en el 2010 a 2, 951 en el año 2011. Los actos pandillaje 
juvenil también aumentaron, pues de un registro de 341 delitos en el año 2010 se pasó a 1,448 
en el 2011, lo que muestra un incremento aproximado del 400%. Ver: Lima Cómo Vamos. 
Evaluando la gestión en Lima al 2011. Segundo informe de resultados sobre calidad de vida - 
Encuesta del Instituto de Opinión Pública de la Pontificia Universidad Católica del Perú de 
noviembre de 2012, p. 7. Disponible en internet: 
http://www.limacomovamos.org/cm/wp-content/uploads/2012/09/ Segundo Informe 
EvaluandoLima2011.pdf 
58 Plan de Seguridad Ciudadana 2013 – 1018. Disponible en internet: 
http://www.mininter.gob.pe/pdfs/Plan.Nacional.Seguridad.Ciudadana.2013-2018.pdf (última 
visita: 22.09.13). Así también ver: CONASEC, Plan Nacional de Seguridad Ciudadana y 
Convivencia Social 2012, 
http://conasec.mininter.gob.pe/contenidos/userfiles/files/estadisticas/encuestas/PNSC_2012.pdf
; CONASEC, Plan Nacional de Seguridad Ciudadana 2011.  
http://www.peru.gob.pe/docs/PLANES/132/PLAN_132_Plan%20Operativo%20Nacional%20
de%20Seguridad%20Ciudadana%202011_2010.pdf 
59 Ver el art. 2 de la Ley n° 30077.   
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 Asimismo se cumple con el rol de la seguridad ciudadana, de 
conformidad con en el duodécimo considerando de la Circular sobre Prisión 
Preventiva-Resolución Administrativa Nº 325-2011-P-PJ de fecha 13 de 
setiembre de 2011 que señala lo siguiente: “Que el Código Procesal Penal 
representa un modelo procesal acusatorio que asume, en su esencia, el 
programa procesal penal de la Constitución. Ello supone el respeto delos 
principios esenciales de un proceso penal propios de un Estado 
Constitucional -contradicción, igualdad, acusatorio, oralidad, inmediación, 
publicidad, etcétera- y el desarrollo equilibrado de las garantías genéricas 
del debido proceso, tutela jurisdiccional, defensa procesal y presunción de 
inocencia, así como de las demás garantías específicas del individuo. Pero 
también exige proteger los derechos e intereses legítimos de la víctima, y 
asegurar el desarrollo y resultado de un proceso que pretende resoluciones 
rápidas y justas para todos, afirmando de este modo la seguridad ciudadana 
como uno de los deberes primordiales del Estado (artículo 44 de la 
Constitución Política)” 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
89 
 
 
 
3. PARA DOCENTES UNIVERSITARIOS Y ABOGADOS DE LA 
DEFENSORÍA PÚBLICA 
 
CUADRO N° 13: 
 
TÍTULO: ¿Considera que el derecho a la debida motivación de las resoluciones 
judiciales se aplica correctamente al dictar el mandato de prisión preventiva?        
 
 
 
Unidad de medición: (valores) 
 
Alternativas  ENCUESTADOS % 
SI 2 33  
NO 4 67  
TOTAL  6 100  
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
Docentes Universitarios y abogados de la Defensoría 
Pública en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por el autor de la investigación. 
 
 
GRÁFICO N° 13: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del cuadro N° 13 se puede observar que de un total de 
6 encuestados entre los cuales figuran los Docentes Universitarios y 
Abogados de la Defensoría Pública, el 33% señalaron que el derecho a la 
debida motivación de las resoluciones judiciales se aplica correctamente al 
dictar el mandato de prisión preventiva; mientras que el 67% manifestaron 
que el derecho a la debida motivación de las resoluciones judiciales no se 
aplica correctamente al dictar el mandato de prisión preventiva. 
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CUADRO Nº 14 
TÍTULO: ¿Considera que el supuesto de peligro de reiteración delictiva para el 
Derecho Procesal Penal es un anticipo de pena? 
 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
Alternativas  ENCUESTADOS % 
SI 5 83  
NO 1 17  
TOTAL  6 100  
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
Docentes Universitarios y abogados de la Defensoría 
Pública en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por el autor de la investigación. 
 
GRÁFICO N° 14: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del cuadro N° 14 se puede observar que de un total de 
6 encuestados entre los cuales figuran los Docentes Universitarios y 
Abogados de la Defensoría Pública, el 83% opinaron que el supuesto de 
peligro de reiteración delictiva para el Derecho Procesal Penal es un anticipo 
de pena; mientras que el 17% manifestaron que el supuesto de peligro de 
reiteración delictiva para el Derecho Procesal Penal no es un anticipo de 
pena, ya que la única finalidad seria asegurar el éxito del proceso. 
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CUADRO Nº 15 
TÍTULO: ¿Considera que habrá sido conveniente la modificatoria del código 
procesal penal, en el cual se suprime el segundo párrafo del artículo 268 del 
NCPP y se incluye como una causal del peligro de fuga?   
 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
Alternativas  ENCUESTADOS % 
SI 6 100  
TOTAL  6 100  
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la encuesta realizada a los 
Docentes Universitarios y abogados de la Defensoría 
Pública en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por el autor de la investigación. 
 
GRÁFICO N° 15: 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
 
INTERPRETACIÓN: Del cuadro N° 15 se puede observar que de un total de 
6 encuestados entre los cuales figuran los Docentes Universitarios y 
Abogados de la Defensoría Pública, el 100%opinaron queha sido 
conveniente la modificatoria del Código Procesal Penal (mediante la Ley Nº 
30076) en donde se suprime el segundo párrafo del artículo 268 del NCPP y 
se incluye como una causal del peligro de fuga. 
Hay que tener en consideración que de los encuestados que dieron como 
respuesta el hecho que la figura jurídica del peligro de reiteración delictiva 
para el derecho procesal penal es un anticipo de pena (específicamente para 
evaluar el mandato de prisión preventiva), se encontraban dentro de ellos 
únicamente Docentes Universitarios, opinión que se debe porque tienen más 
una base teórico-dogmática que práctica, pues a diferencia de los abogados 
litigantes, ellos no se encuentran inmersos dentro de la actividad procesal; 
por lo que se prueba que el peligro de reiteración delictiva no le es indistinto 
al derecho procesal penal; en tal sentido se puede tener en cuenta para 
dictar un mandato de prisión preventiva.  
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4- DE LA LEGISLACION COMPARADA 
 
TÍTULO: El peligro de reiteración delictiva en la legislación comparada. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
 
 
PAÍS PRESUPUESTOS ARTÍCULO 
Colombia 
El imputado constituya un peligro para la 
seguridad de la sociedad o de la víctima 
Art. 308 numeral 2) 
Chile 
La libertad del imputado es peligrosa 
para la seguridad de la sociedad o del 
ofendido 
Art. 140 literal c) 
Bolivia 
Peligro efectivo para la sociedad o para 
la víctima o el denunciante 
Art. 234 numeral 10) 
Costa Rica Continuará la actividad delictiva Art. 239 literal b) 
España 
Para evitar el riesgo de que el imputado 
cometa otros hechos delictivos 
Art. 503 numeral 2) 
 
 
 
 
TÍTULO: Prisión preventiva en Colombia 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
Código de Procedimiento Penal-Ley 906 
“Artículo 306º: solicitud de imposición de medida de aseguramiento 
El fiscal solicitará al juez de control de garantías imponer medida de aseguramiento, 
indicando la persona, el delito, los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la 
medida y su urgencia, los cuales se evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la 
controversia pertinente. 
Escuchados los argumentos del fiscal, Ministerio Público, y defensa, el juez emitirá su 
decisión. 
La presencia del defensor constituye requisito de validez de la respectiva audiencia. 
Artículo 307º Medidas de Aseguramiento  
Son medidas de aseguramiento: 
A. Privativas de la Libertad 
1. Detención preventiva en establecimiento de reclusión 
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2. Detención preventiva en la residencia señalada por el imputado, siempre que esta 
ubicación no obstaculice el juzgamiento. 
B. No Privativas de la Libertad (…) 
 
 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la legislación procesal penal del 
país de Colombia en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
 
DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Colombia adopta un modelo acusatorio eficiente, en su legislación vigente, 
siendo esta el Código de Procedimiento Penal, Ley 906, de fecha 31 de agosto 
del 2004; y en cuanto a la imposición de la medida de aseguramiento, 
establece que procederá para: “Garantizar la comparecencia del sindicado al 
proceso, la ejecución de la pena privativa de libertad o impedir su fuga o la 
continuación de su actividad delictual o las labores que emprenda para ocultar, 
destruir o deformar elementos probatorios importantes para la instrucción, o 
entorpecer la actividad probatoria”. 
Esta legislación regula que la prisión preventiva puede ser requerida por 
el Fiscal cuando el Juez infiera razonablemente que existen elementos de 
convicción, siempre y cuando concurran alguno de los siguientes presupuestos: 
(i) peligro de obstaculización; (ii)peligro para la seguridad de la sociedad o de la 
víctima; (iii) peligro de fuga; de los cuales nuestro país sólo adopta el peligro 
procesal de conformidad con en el artículo 268 literal c) del NCPP, sin que se 
tenga en cuenta el peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima, es 
decir, el peligro de reiteración delictiva del imputado, como un sustento para 
fundamentar la prisión preventiva. 
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Las dos primeras circunstancias a las cuales se alude para considerar 
que los actos de una persona pueden ocasionar peligro, son: “la continuación 
de la actividad delictiva o su probable vinculación con organizaciones 
criminales” y “el número de delitos que se le imputan y la naturaleza de los 
mismos”. 
Finalmente, de los requisitos introducidos por el artículo 308, el artículo 311 del 
código concreta las anteriores consideraciones alrededor del eventual peligro 
que puedan representar los actos de una persona para la comunidad, en el 
caso particular de la víctima, estableciendo que “se entenderá que la seguridad 
de la víctima se encuentra en peligro por la libertad del imputado, cuando 
existan motivos fundados que permitan inferir que podrá atentar contra ella, su 
familia o sus bienes. 
Para ello concluimos que en el Perú al igual que en Colombia se puede 
adoptar esta institución jurídica, en el cual se tendrá que hacer un estudio 
exhaustivo de ciertas circunstancias, siendo entre otras las siguientes: si la 
libertad del imputado llega a ser peligrosa para la comunidad, la continuación 
de la actividad delictiva, el número de delitos que se le imputa, el hecho de 
estar acusado o sentencias condenatorias vigentes, con lo cual se garantiza la 
libertad del imputado y que sólo en estas circunstancias se puede restringir la 
misma, en virtud de lo establecido en el artículo 253° inciso 3 del NCPP, la 
misma que establece como una finalidad de las medidas de coerción procesal 
el de evitar el peligro de la reiteración delictiva.  
Finalmente, creemos que la circunstancia del peligro de reiteración 
delictiva del imputado sólo debe ser aplicado en determinados delitos como 
puede ser el los delitos contra el patrimonio, específicamente en el delito de 
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Robo Agravado, el cual es el que impera en nuestra sociedad, según los datos 
estadísticos de la Policía Nacional y el Ministerio Publico y en los cuales se ha 
solicitado y concedido prisión preventiva; con la finalidad de hacer una 
ponderación entre la presunción de inocencia, la seguridad ciudadana y política 
criminal adoptada por el estado peruano. 
 
TÍTULO: Prisión preventiva en Chile. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
 
CODIGO PROCESAL PENAL-LEY 19696 
 
“Artículo 139º.- Procedencia de la prisión preventiva.  
Toda persona tiene derecho a la libertad personal y a la seguridad individual. 
La prisión preventiva procederá cuando las demás medidas cautelares personales fueren 
estimadas por el juez como insuficientes para asegurar las finalidades del 
procedimiento, la seguridad del ofendido o de la sociedad. 
 
Art. 140. Requisitos para ordenar la prisión preventiva.  
 
Una vez formalizada la investigación, el tribunal, a petición del ministerio público o del 
querellante, podrá decretar la prisión preventiva del imputado siempre que el solicitante 
acreditare que se cumplen los siguientes requisitos: 
d) Que existen antecedentes que justificaren la existencia del delito que se investigare; 
e) Que existen antecedentes que permitieren presumir fundadamente que el imputado ha 
tenido participación en el delito como autor, cómplice o encubridor, y, 
f) Que existen antecedentes calificados que permitieren al tribunal considerar que la prisión 
preventiva es indispensable para el éxito de diligencias precisas y determinadas de la 
investigación, o que la libertad del imputado es peligrosa para la seguridad de la sociedad 
o del ofendido, o que existe peligro de que el imputado se dé a la fuga, conforme a las 
disposiciones de los incisos siguientes. 
 
 
 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la legislación procesal penal del 
país de Colombia en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
 
DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
En esta legislación para adoptar la prisión preventiva se aprecia que debe 
producirse la concurrencia de dos supuestos: uno material y otro cautelar. 
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Respecto al criterio material, de acuerdo con el artículo 140 literal a) y b), para 
que el juez pueda decretar la prisión preventiva, debe considerar que los 
antecedentes presentados por el fiscal demuestren la existencia del hecho 
punible y den cuenta de presunciones fundadas de participación del imputado.  
BAYTELMAN, Andrés señala que “la nueva regulación implicó una disminución 
ostensible en la utilización de la prisión preventiva, siendo la causal más 
invocada el peligro para la seguridad de la sociedad”.60 
Algunos juristas señalan que el peligro de reiteración delictiva, no 
constituye en realidad un objeto del proceso, sino más bien constituye una 
medida de seguridad que se dicta con el propósito de prevención especial, y 
afecta abiertamente la presunción de inocencia 
Por otro lado se considera que se afecta severamente la vigencia del Estado 
de Derecho al menoscabar la presunción de inocencia resolviendo la prisión 
preventiva  de un sujeto por el sólo temor de que vuelva a delinquir durante la 
tramitación del proceso en su contra; sin embargo, parece sensato entender 
que se afecta el derecho de la sociedad de defenderse contra el delito. 
El investigador considera que esta legislación al igual que Colombia adopta 
algunas circunstancias que se tienen que evaluar para considerar que existe un 
peligro latente para sociedad y la víctima y así poder dictar una prisión 
preventiva, con lo cual concluimos que el Perú puede adoptar esta institución 
jurídica en virtud de lo ya citado en el artículo 253° inciso 3 del NCPP; ello 
atendiendo a que en definitiva se trata de criterios  de orientación para el 
juez, en la ponderación que habrá de efectuar para resolver si ordena la prisión 
preventiva o no. 
                                                 
60 BAYTELMAN, Andrés-redactor. (2002). Evaluación de la Reforma Procesal Penal 
Chilena. Santiago: Universidad de Chile 
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Independientemente de si tales parámetros están establecidos para limitar 
las facultades del juez en cuanto a sus posibilidades de decretar la misma, 
favoreciéndose con ello la libertad personal o si, por el contrario, ellos le 
permiten ser más restrictivo en el tratamiento de la libertad personal de los 
imputados. 
Por ello es que el investigador adopta el peligro de reiteración delictiva como 
uno de las circunstancias que se puede tener en cuenta al momento de dictar 
un mandato de prisión preventiva para determinados delitos que imperan en 
una sociedad como la nuestra; toda vez que el Estado debe tratar de impedir el 
accionar delictivo, en busca de la prevención e incluso hacer cesar las 
comisiones de delitos afianzando la justicia en la sociedad 
 
 
 
TÍTULO: Prisión preventiva en Bolivia. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
CODIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL 
“Artículo 233º.- Requisitos para la detención preventiva 
Realizada la imputación formal, el juez podrá ordenar la detención preventiva del imputado, a 
pedido fundamentado del fiscal o de la víctima aunque no se hubiera constituido en querellante, 
cuando concurran los siguientes requisitos: 
1. La existencia de elementos de convicción suficientes para sostener que el imputado es, con 
probabilidad, autor o partícipe de un hecho punible. 
2. La existencia de elementos de convicción suficientes de que el imputado no se someterá al 
proceso u obstaculizará la averiguación de la verdad. 
Artículo 234º.- Peligro de Fuga 
Por peligro de fuga se entiende a toda circunstancia que permita sostener fundadamente que el 
imputado no se someterá al proceso buscando evadir la acción de la justicia.  
Para decidir acerca de su concurrencia, se realizará una evaluación integral de las 
circunstancias existentes, teniendo especialmente en cuenta las siguientes: 
1. Que el imputado no tenga domicilio o residencia habitual, ni familia, negocios o trabajo 
asentados en el país; 
2. Las facilidades para abandonar el país o permanecer oculto; 
3. La evidencia de que el imputado está realizando actos preparatorios de fuga; 
4. El comportamiento del imputado durante el proceso o en otro anterior, en la medida que 
indique su voluntad de no someterse al mismo; 
5. La actitud que el imputado adopta voluntariamente respecto a la importancia del daño 
resarcible; 
6. El haber sido imputado por la comisión de otro hecho delictivo doloso o haber recibido 
condena privativa de libertad en primera instancia; 
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7. Habérsele aplicado alguna salida alternativa por delito doloso;  
8. La existencia de actividad delictiva reiterada o anterior; 
9. El pertenecer a asociaciones delictivas u organizaciones criminales; 
10. Peligro efectivo para la sociedad o para la víctima o el denunciante; y,  
11. Cualquier otra circunstancia debidamente acreditada, que permita sostener fundadamente 
que el imputado se encuentra en riesgo de fuga. 
Artículo 235º.- Peligro de Obstaculización 
Por peligro de obstaculización se entiende a toda circunstancia que permita sostener 
fundamentadamente, que el imputado con su comportamiento entorpecerá la averiguación de la 
verdad. Para decidir acerca de su concurrencia se realizará una evaluación integral de las 
circunstancias existentes, teniendo especialmente en cuenta las siguientes:  
1. Que el imputado destruya, modifique, oculte, suprima, y/o falsifique, elementos de prueba;  
2. Que el imputado influya negativamente sobre los partícipes, testigos o peritos, a objeto de 
que informen falsamente o se comporten de manera reticente; 
3. Que el imputado influya ilegal o ilegítimamente en magistrados del Tribunal Supremo, 
magistrados del Tribunal Constitucional Plurinacional, vocales, jueces técnicos, jueces 
ciudadanos, fiscales y/o en los funcionarios y empleados del sistema de administración de 
justicia; 
4. Que el imputado induzca a otros a realizar las acciones descritas en los numerales 1, 2 y 3 
del presente Artículo;  
5. Cualquier otra circunstancia debidamente acreditada que permita sostener fundadamente 
que el imputado, directa o indirectamente, obstaculizará la averiguación de la verdad. 
Artículo 235º bis. Peligro de Reincidencia 
También se podrán aplicar medidas cautelares incluida la detención preventiva cuando el 
imputado haya sido condenado en Bolivia o en el extranjero por sentencia ejecutoriada si no 
hubieran transcurrido desde el cumplimiento de la condena un plazo de cinco años.” 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la legislación procesal penal del 
país de Colombia en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
 
DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
Esta legislación regula que la prisión preventiva puede ser requerida, siempre y 
cuando concurran dos presupuestos: (i) que existan elementos de convicción 
suficientes; y (ii) que existan elementos de convicción que exista peligro de 
fuga o peligro de obstaculización;  
A diferencia de nuestra legislación, el estado Boliviano define el peligro 
de fuga considerando las circunstancias existentes del artículo 269 del NCPP; 
no obstante, señala algunas circunstancias que en nuestra legislación no está 
regulada, y son las siguientes:  
- El haber sido imputado por la comisión de otro hecho delictivo doloso o haber 
recibido condena privativa de libertad en primera instancia; es decir para 
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adoptar una prisión preventiva se tendrá que tener en cuenta sus antecedentes 
personales del imputado. 
- Habérsele aplicado alguna salida alternativa por delito doloso;  
- La existencia de actividad delictiva reiterada o anterior;  
- Peligro efectivo para la sociedad o para la víctima o el denunciante; en si se 
considera el peligro de reiteración delictiva del imputado, como un sustento 
para fundamentar la prisión preventiva buscando la protección de la sociedad y 
de la víctima. 
- Cualquier otra circunstancia debidamente acreditada, que permita sostener 
fundadamente que el imputado se encuentra en riesgo de fuga; esta norma 
deja abierta la posibilidad de adoptar alguna otra circunstancia que pueda ser 
fundamentada como peligro de fuga por parte del Fiscal o la Victima y valorada 
por el Juez. 
Respecto al peligro de obstaculización también se considera las 
circunstancias existentes del artículo 270 del NCPP; no obstante, señala 
algunas circunstancias que en nuestra legislación no está regulada, y son las 
siguientes 
 
 
 
TÍTULO: Prisión preventiva en Costa Rica. 
 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
CODIGO PROCESAL PENAL 
“Artículo 239.- Procedencia de la prisión preventiva  
El tribunal ordenará la prisión preventiva del imputado, siempre que concurran las siguientes 
circunstancias:  
a) Existan elementos de convicción suficientes para sostener, razonablemente, que el imputado es, con 
probabilidad, autor de un hecho punible o partícipe en él.  
b) Exista una presunción razonable, por apreciación de las circunstancias del caso particular, acerca de 
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que aquel no se someterá al procedimiento (peligro de fuga); obstaculizará la averiguación de la verdad 
(peligro de obstaculización); o continuará la actividad delictiva.  
c) El delito que se le atribuya esté reprimido con pena privativa de libertad.  
d) Exista peligro para la víctima, la persona denunciante o el testigo.  
Cuando la víctima se encuentre en situación de riesgo, el juez tomará en cuenta la necesidad de 
ordenar esta medida, especialmente en el marco de la investigación de delitos atribuibles a una persona 
con quien la víctima mantenga o haya mantenido una relación de matrimonio, en unión de hecho 
declarada o no.  
Artículo 239 bis.- Otras causales de prisión preventiva  
Previa valoración y resolución fundada, el tribunal también podrá ordenar la prisión preventiva 
del imputado, cuando se produzca cualquiera de las siguientes causales, el delito esté 
sancionado con pena de prisión y se cumpla el presupuesto establecido en el artículo 37 de 
la Constitución Política :  
a) Cuando haya flagrancia en delitos contra la vida, delitos sexuales y delitos contra la 
propiedad en los que medie violencia contra las personas o fuerza sobre las osas, y en 
delitos relacionados con estupefacientes, sustancias psicotrópicas, drogas de uso no 
autorizado, legitimación de capitales y actividades conexas.  
b) El hecho punible sea realizado presumiblemente por quien haya sido sometido al menos en dos 
ocasiones, a procesos penales en los que medie violencia contra las personas o fuerza sobre las 
cosas, en los cuales se hayan formulado acusación y solicitud de apertura a juicio por parte del 
Ministerio Público, aunque estos no se encuentren concluidos.  
c) Cuando se trate de personas reincidentes en la comisión de hechos delictivos en los que 
medie violencia contra las personas o fuerza sobre las cosas.  
d) Se trate de delincuencia organizada. 
Artículo 240.-Peligro de fuga  
Para decidir acerca del peligro de fuga se tendrán en cuenta especialmente, las siguientes 
circunstancias: 
a) Arraigo en el país, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia, de sus 
negocios o trabajo y las facilidades para abandonar definitivamente el país o permanecer oculto. La 
falsedad, la falta de información o de actualización del domicilio del imputado constituirá presunción de 
fuga. 
b) La pena que podría llegarse a imponer en el caso. 
c) La magnitud del daño causado. 
d) El comportamiento del imputado durante el procedimiento o en otro proceso anterior, en la medida 
que indique su voluntad de someterse a la persecución penal. 
Artículo 241.-Peligro de obstaculización  
Para decidir acerca del peligro de obstaculización para averiguar la verdad se tendrá en cuenta, 
especialmente, la grave sospecha de que el imputado: 
a) Destruirá, modificará, ocultará o falsificará elementos de prueba. 
b) Influirá para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se comporten de manera 
desleal o reticente, o inducirá a otros a realizar tales comportamientos. 
El motivo sólo podrá fundar la prisión hasta la conclusión del debate.” 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la legislación procesal penal del 
país de Colombia en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
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DESCRIPCIÓN, ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN 
En este legislación se aprecia que la prisión preventiva ha sido una de las 
medidas más discutidas, toda vez que existen argumentos de críticos y 
defensores se producen en dos planos diferentes, quienes desean ampliarla 
invocan el deber de una administración de justicia eficiente de poner un límite a 
la criminalidad; es decir, convertir a la prisión preventiva en un instrumento 
efectivo de lucha en contra de ésta; mientras que, quienes la consideran 
excesiva, lo hacen desde la óptica de las restricciones formales de un 
procedimiento penal acorde con un estado de derecho. 
En este sentido afirma que la prisión preventiva es la vía más clara de 
ejercicio represivo de la llamada criminalidad convencional. "Su descarada y 
hasta expresa función penal-punitiva lleva a que el auto de prisión preventiva 
sea en nuestra realidad (refiriéndose a la argentina) la sentencia condenatoria y 
la sentencia definitiva cumpla el papel de un recurso de revisión. Ante esta 
disfunción -que solo los autistas jurídicos niegan- se cae en una triste ficción al 
continuar con los conceptos jurídicos tradicionales, que en modo alguno 
contribuye a fortalecer la paz social y la confianza en el derecho."61 
Desde esta perspectiva, todo otro acto de coerción estatal aplicado 
antes de la sentencia, deberá tener finalidades y características distintas a las 
de la sanción penal; en la medida que en primer lugar, mientras no haya 
sentencia, el imputado es jurídicamente inocente y no sería admisible por 
ningún motivo, un anticipo de pena, y en segundo lugar, porque si la privación 
de libertad inferida de una sentencia requiere el debido proceso, el Estado para 
asegurar la realización del juicio y el cumplimiento de la decisión del tribunal, 
                                                 
61 DOMÍNGUEZ, F. y Otros. (1984). El derecho a la libertad en el proceso penal. Buenos 
Aires-Argentina: Editorial Némesis 
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puede utilizar los recursos coercitivos, pero éstos se convierten en la práctica 
de una función instrumental y de garantía. 
La causal de peligro de reiteración delictiva como circunstancia que 
faculta el dictado de la prisión preventiva en Costa Rica, es sin duda polémica, 
sobre todo porque se ha insistido en que las causales cumplen una necesidad 
procesal, mientras que aquélla cumple una función de protección del orden 
jurídico, atendiendo más a consideraciones relacionadas con el interés de 
protección a la comunidad. De esta forma prácticamente se convierte a la 
prisión preventiva en una pena anticipada, con un muy lamentable resultado. 
Por otro lado, la pretensión de adecuar la prisión preventiva con el fin de evitar 
el peligro de reiteración delictiva, choca abruptamente con las condiciones de la 
prisión en casi todos los países del mundo, tal como señalaCafferataNores 
"lejos de ser un lugar donde no se delinque, es uno de los sitios en que 
proliferan los más graves delitos, tales como violaciones, tráfico de drogas, 
homicidios, robos, etc. Si el imputado tiene tendencia a delinquir, allí podrá 
continuar haciéndolo perfectamente, realizando nuevos contactos, 
perfeccionando sus técnicas y adquiriendo nuevos vicios que en nada ayudan a 
los fines correctivos que la medida persigue. Allí reinan los "catedráticos de la 
prisión", recordados por Carrara… Si realmente es peligroso, no es justo, en 
salvaguarda de los inocentes libres, arrojando indiscriminadamente sobre 
muchos inocentes que están detenidos...62 
 
De nuestra parte expresamos una opinión intermedia al considerar el 
peligro de reiteración delictiva, a pesar de las críticas que las modernas 
                                                 
62 CAFFERATA NORES J.(1988). La Excarcelación Buenos Aires. pp. 20-21. 
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corrientes del pensamiento criminológico le formulan al encierro como pena con 
algún grado de eficacia, al considerar que se puede adoptar dicho presupuesto 
para determinados delitos que predominan en una sociedad como la nuestra 
que son los delitos contra el patrimonio específicamente el delito de Robo 
Agravado, de conformidad con los datos estadísticos de la Policía Nacional del 
Perú 
 
TÍTULO: Prisión preventiva en España. 
                                  Unidad de medición: (valores) 
 
CODIGO PROCESAL PENAL 
“Artículo 312. Procedencia 
El juez ordenará la prisión preventiva del imputado al dictar el auto de procesamiento, 
salvo que confirmare en su caso la libertad provisional que antes se le hubiere 
concedido cuando: 
1. Al delito o al concurso de delitos que se le atribuye corresponda pena privativa de 
la libertad y el juez estime, prima facie, que no procederá condena de ejecución 
condicional. 
2. Aunque corresponda pena privativa de libertad que permita la condena de 
ejecución condicional, si no procede conceder la libertad provisoria, según lo 
dispuesto en el artículo 319. 
Artículo 319. Restricciones 
Podrá denegarse la exención de prisión o excarcelación, respetándose el principio de 
inocencia y el artículo 2 de este Código, cuando la objetiva y provisional valoración de las 
características del hecho, la posibilidad de la declaración de reincidencia, las 
condiciones personales del imputado o si éste hubiere gozado de excarcelaciones 
anteriores, hicieren presumir, fundadamente, que el mismo intentará eludir la acción de 
la justicia o entorpecer las investigaciones.” 
 
NOTA DE PIE.  
Fuente: Datos obtenidos de la legislación procesal penal del 
país de Colombia en el mes julio de 2015. 
 
Elaboración: Elaborado por la autora de la investigación. 
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CONCLUSIONES 
PRIMERA:Que, los jueces del Poder Judicial en las resoluciones de prisión 
preventiva, sí toman en cuenta sus antecedentes policiales, penales y 
judiciales, la autoría o participación en hechos delictivos anteriores, su 
condición de reincidente o habitual, condenas cumplidas, reglas de conducta 
impuestas y cumplidas en los casos pertinentes, pero dentro del peligro de fuga 
o el peligro de obstaculización. 
SEGUNDA: Que, es posible la incorporación de la figura jurídica del peligro de 
reiteración delictiva, como presupuesto material del artículo 268 del NCPP, 
para que se pueda dictar mandato de prisión preventiva. 
TERCERA: Que, la incorporación de la figura jurídica de reiteración delictiva 
como presupuesto material de la prisión preventiva, no constituye un anticipo 
de pena, toda vez que es deber del Estado tratar de impedir el accionar 
delictivo, en busca de la prevención e incluso hacer cesar las comisiones de 
delitos afianzando la justicia en la sociedad. 
CUARTA: Que, las implicancias de la regulación de la reiteración delictiva 
como presupuesto material de la prisión preventiva, es pues de asegurar el 
éxito del proceso y a la vez brindar una protección a la sociedad y a la víctima 
del delito; siempre y cuando existan suficientes elementos de convicción que 
hagan presumir la posibilidad de reiteración de su conducta delictiva y se 
respeten los principios de necesidad, excepcionalidad y proporcionalidad. 
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QUINTA: Que, los fundamentos de la tesis que planteamos y defendemos tiene 
amplia recepción en los códigos procesales, en los organismos internacionales 
y tratados, que no han dudado en incorporar la figura jurídica de reiteración 
delictiva como presupuesto material para dictar el mandato de prisión 
preventiva. 
SEXTA: Que,en nuestro ordenamiento jurídico del Perú existe viabilidad 
constitucional, legal y jurisprudencial para incorporar el peligro de reiteración 
delictiva como presupuesto material para que el juez pueda dictar mandato de 
prisión preventiva al imputado. Ello de conformidad con el deber primordial del 
Estado de proteger a la población de las amenazas contra su seguridad y entre 
otras finalidades de las medidas de coerción procesal, de evitar el peligro de 
reiteración delictiva. 
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SUGERENCIAS 
En mérito a la investigación efectuada y las conclusiones arribadas en la 
misma, con estas sugerencias se pretende contribuir en alguna medida desde 
el punto de vista jurídico, a fin de determinar la adecuada regulación dela 
reiteración delictiva, para cuyo efecto se procede a formular las siguientes 
recomendaciones: 
PRIMERA: Realizar un estudio criminológico con la finalidad de entablar 
posibles soluciones al problema de la delincuencia en los delitos que 
predominan en nuestra sociedad, de conformidad con los datos estadísticos 
que sean aportados por la Policía Nacional del Perú y el Ministerio Publico; y 
así poder abordar el tema de manera más integral y no únicamente desde el 
punto de vista punitivo. 
SEGUNDA: De conformidad con la problemática expuesta en las conclusiones, 
con relación a la interpretación y aplicación del art. 253 inciso 3 del NCPP, 
resulta necesario que los legisladores reformulen el artículo, con el fin de lograr 
claridad, precisión y que a partir de eso, su aplicación resulte acorde con la 
finalidad que se pretendía dar al mismo.  
TERCERA:Recomendar al Poder Judicial, al Ministerio Público, a las 
Universidades que se difunda la presente investigación a los ciudadanos en 
general que tienen poco conocimiento del tema investigado por ser una figura 
jurídica poco tratada y conocida por los especialistas de Derecho Procesal 
Penal; por lo que resulta imprescindible generar eventos de estudio y análisis 
sobre la figura jurídica del peligro de reiteración delictiva y su aplicación en las 
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medidas de coerción procesal, generando un debate sobre el tema, orientado a 
lograr una regulación específica, tratando de buscar o asegurar un criterio 
diferenciador de la finalidad de la prisión preventiva. 
CUARTA: Se recomienda al legislador regular la incorporacion de la reiteración 
delictiva como presupuesto material para que el juez pueda dictar mandato de 
prisión preventiva al imputado, para ese efecto se adjuntara un proyecto de ley. 
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MATRIZ DE CONSISTENCIA 
EL PROBLEMA  
OBJETIVOS 
 
HIPÓTESIS 
 
VARIABLES 
 
INDICADORES 
PROCEDIMIENTO  
METODOLÓGICO 
PROBLEMA 
GENERAL 
OBJETIVO 
GENERAL 
HIPOTESIS  
GENERAL 
V.  I 
 
 MÉTODOS 
- ¿Será posible la 
incorporación de 
la figura jurídica 
del peligro de 
reiteración 
delictiva, como 
presupuesto 
material del 
artículo 268 del 
NCPP, para que el 
juez pueda dictar 
el mandato de 
prisión preventiva? 
 
- Demostrar que si es 
posible la 
incorporación de la 
figura jurídica del 
peligro de reiteración 
delictiva, como 
presupuesto material 
del artículo 268 del 
NCPP, para que el 
juez pueda dictar el 
mandato de prisión 
preventiva. 
En la medida que los 
jueces tengan en cuenta 
los antecedentes 
personales, la 
reincidencia, la 
habitualidad, la 
peligrosidad del 
imputado, el interés 
general de la sociedad y 
de la víctima, la 
legislación comparada, 
el artículo 44 de la 
Const., y el artículo 253 
inciso 3 del NCPP, 
luego las implicancias al 
momento de dictar el 
mandato de prisión 
preventiva, será 
conveniente incorporar 
la figura jurídica del 
peligro de reiteración 
delictiva, como 
presupuesto material del 
artículo 268 del NCPP, 
respetándose los 
principios de necesidad, 
excepcionalidad y 
proporcionalidad que la 
conforman. 
 
Dictar el 
mandato de 
prisión 
preventiva 
-Problemática  a la 
hora de dictar un 
mandato de prisión 
preventiva. 
- Presupuestos 
regulados en el 
artículo 268 del NCPP 
- Reiteración delictiva 
puede ser un 
presupuesto  para 
dictar la prisión 
preventiva 
- Causales de 
prisión preventiva 
previstas en la 
legislación comparada 
- Modificatoria 
del Código Procesal 
Penal 
- Motivación 
de las resoluciones 
judiciales 
- Anticipo de 
pena. 
Se empleara el 
método científico, 
como método general 
y como métodos 
específicos de 
investigación a los 
siguientes: 
Método de la 
argumentación 
jurídica. Método 
histórico, método 
comparativo, método 
exegético, método de 
interpretación, 
Método dogmático, 
sociológica funcional y 
el Método del análisis 
económico del 
derecho. 
 
 
 
 
PROBLEMA 
ESPECIFICO 
 
OBJETIVOS 
 ESPECÍFICOS 
 
V. D 
 
 
INDICADORES 
 
TÉCNICAS  
- ¿Cuáles son las 
implicancias de la 
incorporación de la 
figura jurídica del 
peligro de reiteración 
delictiva, como 
presupuesto material 
del artículo 268 del 
NCPP, para que el 
juez pueda dictar el 
mandato de prisión 
preventiva?  
- ¿Cuáles son los 
fundamentos que 
nos permite proponer 
la incorporación de la 
figura jurídica del 
peligro de reiteración 
delictiva, como 
presupuesto material 
del artículo 268 del 
NCPP, para que el 
juez pueda dictar el 
mandato de prisión 
preventiva? 
- ¿Cuál es la 
normatividad vigente 
y jurisprudencia 
coherente sobre la 
incorporación de la 
figura jurídica del 
peligro de reiteración 
delictiva, como 
presupuesto material 
del artículo 268 del 
NCPP, para que el 
juez pueda dictar el 
mandato de prisión 
preventiva? 
- Determinar las 
implicancias que tiene la 
incorporación de la figura 
jurídica del peligro de 
reiteración delictiva, como 
presupuesto material del  
artículo 268 del NCPP, 
para que el juez pueda 
dictar el mandato de 
prisión preventiva. 
- Identificar los 
fundamentos que nos 
permite proponer la 
incorporación de la figura 
jurídica del peligro de 
reiteración delictiva, como 
presupuesto material del 
artículo 268 del NCPP, 
para que el juez pueda 
dictar el mandato de 
prisión preventiva. 
- Identificar la 
normatividad vigente y 
jurisprudencia coherente 
sobre la incorporación de 
la figura jurídica del 
peligro de reiteración 
delictiva, como 
presupuesto material del 
artículo 268 del NCPP, 
para que el juez pueda 
dictar el mandato de 
prisión preventiva. 
 
figura  jurídica 
del peligro de 
reiteración 
delictiva 
  
-   Plazo otorgado de 
prisión preventiva para 
el imputado 
 
-Audiencias de prisión 
preventiva por tipo de 
delito 
 
-El peligro procesal 
sustentado en 
audiencia 
 
-Circunstancias de 
análisis del peligro 
procesal  
 
-Peligro de reiteración 
delictiva sustentado 
en audiencia 
 
Se recurrirá a una 
encuesta, 
observación, 
entrevista, Análisis o 
revisión de 
expedientesy uso de 
fichas bibliográficas de 
recolección de datos; 
trabajo de laboratorio 
(bibliotecas privadas y 
públicas) 
 
 
INSTRUMENTOS  
Ficha textual. 
Bibliográfica y de 
resumen. 
Guía de entrevista. 
Matriz para el cotejo 
de expediente. 
Cédula o formato de 
encuesta o 
cuestionario. 
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FICHA DE ANALISIS DE EXPEDIENTE 
 
FICHA Nro.  ..............      
DATOS PERSONALES  
Apellidos y Nombres : ................................................................... 
I.- DATOS DEL EXPEDIENTE:  
Nro. de Expediente   : ................................................................................. 
 OFICINA   : ................................................................................. 
 CASO     : ................................................................................. 
TIPO DE PROCESO  : ................................................................................. 
RESULTADO DEL PROCESO : ................................................................................. 
II.-  ANALISIS   (marque con una X  lo analizado) 
 
 
 
 
EXP. 
 
 
    
 
       
O
B
S
E
R
V
A
C
. 
 
 
 
        
 
III.-  
 
 
 
   
   
   
 
 
Lugar y fecha: --------------------------------------------------------------- 
121 
 
  
        UNIVERSIDAD ANDINA                ESCUELA DE POST GRADO 
“NESTOR CACERES VELASQUEZ”                                                                                          MAESTRIA EN DERECHO                               
                  JULIACA. 
 
 
GUIA DE ENTREVISTA 
 
1. ¿Considera usted que existe una problemática a la hora de dictar un 
mandato de prisión preventiva teniendo en cuenta el peligro de reiteración 
delictiva? 
     Si (  )                                   B) No (  )                                    
¿Por qué? 
 
2. ¿Considera que los presupuestos regulados en el artículo 268 del NCPP 
son suficientes para valorar  el mandato de prisión preventiva? 
A) Si (  )                                   B) No (  )                                    
 
¿Por qué? 
 
3. ¿Considera que el peligro de reiteración delictiva puede ser un presupuesto  
para dictar la prisión preventiva?  
A)  Si (  )                                   B) No (  )                                    
 
¿Por qué? 
 
4. De las siguientes causales de prisión preventiva previstas en la legislación 
comparada, ¿Cuáles considera que debería incorporarse a nuestra 
legislación? 
 
a. Para Colombia, Chile y Bolivia que el imputado constituya un peligro 
para la seguridad de la sociedad o de la víctima. 
A) Si (  )                                   B) No (  )                                    
 
¿Por qué?  
 
b. Para España, Costa Rica, El Salvador y Nicaragua que el imputado 
continuará la actividad delictiva. 
A) Si (  )                                   B) No (  )                                    
 
¿Por qué? 
  
c. Para Argentina, Costa Rica y Bolivia cuando se trate de personas 
reincidentes en la comisión de un hecho delictivo. 
A) Si (  )                                   B) No (  )                                    
 
¿Por qué?  
 
5. ¿Considera que habrá sido conveniente la modificatoria del Código  
Procesal Penal (mediante la Ley Nº 30076) en donde se  suprime el 
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segundo párrafo del artículo 268 del NCPP y se incluye como una causal 
del peligro de fuga? 
A) Si (  )                                   B) No (  )                                    
¿Por qué? 
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CUESTIONARIO  
1. ¿Considera que el derecho a la debida motivación de las resoluciones 
judiciales se aplica correctamente al dictar el mandato de prisión 
preventiva? 
 
     Si:                                     No: 
 
 
 
2. ¿Considera que el supuesto de peligro de reiteración delictiva para 
el Derecho Procesal Penal es un anticipo de pena? 
      Si:                                    No: 
 
 
3. ¿Considera que habrá sido conveniente la modificatoria del Código 
Procesal Penal (mediante la Ley Nº 30076) en donde se suprime el segundo 
párrafo del artículo 268 del NCPP y se incluye como una causal del peligro 
de fuga? 
 
       Si:                                     No: 
 
